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(Sin corregir) 


PRESIDEN: Señores Representantes Alfredo Asti, Presidente e Iván Posada , Vicepresidente. 


MIEMBROS: Señores Representantes Pablo D. Abdala, Gustavo Bernini, Germán Cardoso, José Carlos 
Cardoso, Jorge Gandini, Andrés Lima, Gonzalo Mujica, Pablo Pérez González y Alejandro 
Sánchez. 


ASISTEN: Señor Representante Yerú Pardiñas. 


INVITADOS: Por el Tribunal de Cuentas, doctor Siegbert Rippe, Presidente y doctor Santiago Fonseca, 
Director de la División Jurídica. 


Por la Corporación Nacional para el Desarrollo, economista Luis Porto, Presidente; doctor 
Rodrigo Goñi, Director y Adriana Rodríguez, Directora. 


SEÑOR PRESIDENTE (Asti).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir nuevamente -como ocurrió en el período pasado al doctor Siegbert 
Rippe-, pero ahora como Presidente del Tribunal de Cuentas, antes nos visitaba como nuestro asesor habitual 
en temas comerciales y con toda seguridad lo vamos a tener a menudo por esta Casa. Además, lo acompaña 
el doctor Santiago Fonseca, Director de la División Jurídica. 


Continuando con el tratamiento del proyecto de ley que nos enviara el Poder Ejecutivo a fines del año 
pasado, relativo a contratos de Participación Público-Privada, es de interés de la Comisión tener en cuenta la 
opinión del Tribunal de Cuentas respecto a las normas establecidas en él, fundamentalmente con lo que tiene 
que ver con los controles de los contratos y sus modificaciones, uno de los temas pendientes o discutidos en 
esta Comisión con otras visitas que ya hemos recibido. 


SEÑOR RIPPE.- Obviamente, es un honor y nos resulta muy grato actuar en esta representación y ser 
consultados en este caso, por un proyecto tan importante. 


Debo hacer algunas aclaraciones iniciales. En primer lugar, como recibimos el proyecto el miércoles pasado, 
en plena sesión ordinaria y aunque lo distribuí entre los Ministros, no tengo una posición del Cuerpo. Es 
decir, los comentarios que voy a hacer sobre este proyecto de ley son personales, que a su vez resultan de 
intercambios con la División Jurídica que desde hace muchos años es el respaldo jurídico del Tribunal de 
Cuentas. Por lo tanto, si en algún momento, luego de esta sesión hay oportunidad para conocer o procurar 
conocer la opinión del Cuerpo, con mucho gusto la vamos a proporcionar. Esto es una primera reflexión cuasi 
de carácter personal, más allá de que algunos temas hayan sido considerados y comentados con el Área 
Jurídica, por eso me permití invitar al doctor Fonseca. 


Es un proyecto muy importante, creo que puede hacer a la política del Estado. No nos vamos a introducir en 
la oportunidad o conveniencia de un proyecto de estas características, porque eso forma parte de la 
competencia del Poder Ejecutivo y del Poder Legislativo, pero tenemos que hacer algunas aclaraciones. 
Como dijo el Presidente de la Comisión, el tema se va a centrar en los aspectos vinculados al contralor. 


El Tribunal de Cuentas está citado formalmente en tres oportunidades. En una, como parte de lo que se llama 
administración pública, que puede ser co contratante con el sector privado en el marco de contratos de 
Participación Público-Privada. No es el tema central. 


Por otro lado, hay dos normas vinculadas al control. La primera establece que una vez que se celebra y se 
firma el contrato provisorio y, antes de firmar el definitivo, se requerirá la intervención preceptiva del 
Tribunal de Cuentas. En este caso, como ustedes observarán, el Tribunal de Cuentas ingresa en la 
consideración de esta contratación en la última etapa. Es decir, el organismo no está considerado en el marco 
de sus cometidos y atribuciones constitucionales en el proceso vinculado con la formación del contrato 
Público-Privado sino en una etapa final, cuando se supone que ya está todo preparado, organizado. 


En consecuencia, el Tribunal de Cuentas se encontrará con una suerte de expediente prácticamente completo, 
pero en este caso con un agravante, porque no solo no tuvo ninguna participación en las etapas del proceso 
formativo de este sistema, sino que además se advierte que coinciden en el mismo período la solicitud de 
intervención del organismo con el término de que dispone el privado para proporcionar información adicional 
o complementaria. Entonces, cuando el expediente llegue al Tribunal de Cuentas va a tener una información 
incompleta, simplemente porque no tiene la posibilidad de conocer los agregados o complementos que se 
pueden hacer en ese período que transcurre entre la firma del contrato provisional y el definitivo. Por lo tanto, 
su informe estará a lo que surja del expediente, sin perjuicio de que puedan haber cambios, modificaciones, 
aclaraciones, ampliaciones, etcétera. 


Con respecto a la intervención del organismo, no nos resulta claro en qué consiste, porque una cosa es decir, 
"intervengo", pero ¿cuál es el alcance de la intervención? Partiendo de la base de que el control propio del 
Tribunal de Cuentas es de legalidad, ¿sobre qué es? Es sobre toda la gestión financiera. En consecuencia, 
¿cuál va a ser el cometido del Tribunal de Cuentas en el ámbito de sus facultades constitucionales a los 
efectos de la intervención, si a su vez no está precisada en la propia norma que estamos comentando? No sé 
si será o no conveniente que la propia norma establezca el objeto y el alcance de la intervención, a lo que en 
ese caso agregaría un plazo, porque no sabemos de qué plazo dispondría el Tribunal de Cuentas a los efectos 
de preparar su informe de intervención. 


Además, obviamente desconoce pero puede partir del presupuesto cuáles van a ser los efectos de su 
intervención, porque en definitiva no se establece un efecto específico y, por lo tanto, su efecto será cuasi 
formal tal cual está redactada la norma y si aplicamos otras disposiciones constitucionales y legales. Eso en 
cuanto a la intervención. 


Como observarán, hay todo un proceso muy extenso entre el momento que se toma una primera decisión de 
hacer estudios, análisis y evaluaciones sobre la conveniencia de recurrir a este procedimiento, hasta el 
momento en que llega al Tribunal de Cuentas. Y, por lo tanto, hay una serie de pasos en los que parecería 
interesante y hasta eventualmente constitucional que el Tribunal tuviera intervención o participación durante 
ciertas etapas del proceso formativo, a fin de no llegar al hecho prácticamente consumado. Tal como está 
redactado el proyecto, las funciones de contralor que la Constitución atribuye al Tribunal de Cuentas quedan 
absolutamente limitadas, relativizadas. Después voy a hacer una reflexión adicional muy personal sobre este 
último punto. 


El segundo aspecto vinculado con la intervención del Tribunal tiene que ver con la etapa de modificación del 
contrato; se establece la posibilidad cuasi unilateral de modificar el contrato. Este es un tema en el que no 
quiero introducirme en este momento; si tuviera la camiseta del Catedrático de Derecho Comercial me 
preocuparía la posibilidad de las modificaciones unilaterales, pero mi camiseta es la del Presidente del 
Tribunal de Cuentas, y tengo que pensarlo desde el punto de vista estatal y de contralor. Entonces, en las 
modificaciones tendrá también alguna participación pero con iguales dificultades, como ser cuándo, cómo, en 
qué tiempo, con qué objeto y alcance, etcétera. No está prevista la intervención cuando se trata, por ejemplo, 
de la cesión del contrato. Cuando se hagan determinadas modificaciones y el primer adjudicatario vaya a ser 
rechazado, desestimado, y exista la oportunidad de pasárselo a otros, el Tribunal no existe a los efectos de 
contralores de legalidad de ningún tipo. Estas son las reflexiones mínimas; si se me permite voy a hacer 
reflexiones máximas, de las que me hago personalmente responsable. 


Como comercialista no voy a hablar como tal estoy acostumbrado a advertir ciertos tipos de privatización o 
de "esa administración", en donde lo que observamos es que el sector privado va adquiriendo atribuciones 
que van incluso hasta la formación de sociedades propias, compartidas, etcétera. Esto hace que nosotros —y 
seguramente los administrativistas lo veamos como la llamada "huida del derecho administrativo", porque en 
la medida en que se privatizan determinados sectores, determinadas actividades, determinadas entidades, nos 
encontramos con este fenómeno que es de decisión política. Insisto, no creo que me corresponda hablar de 
decisiones políticas, pero sí de los efectos. ¿Cuáles son los efectos que deben ser considerados? Seguramente 
ustedes tomaron nota de ello pero es mi obligación marcarlos. 


El Tribunal de Cuentas tiene competencias constitucionales, yo diría que tiene tres cometidos fundamentales 
de tipo constitucional. Uno tiene que ver con el contralor preventivo vinculado con gastos y pagos. Es una 
forma de prevenir eventuales irregularidades en el manejo de los recursos. Un segundo cometido 
fundamental es de carácter permanente, y consiste en controlar la gestión financiera del Estado a través del 
desarrollo de las actividades de los órganos. El tercer cometido se relaciona particularmente con la Rendición 
de Cuentas. Estos son sus tres grandes cometidos constitucionales. 


En este caso, lo que advertimos es que en la medida en que se producen este tipo de fenómenos cada vez se 
sustraen más actividades y más recursos públicos al contralor estatal. Supongo que esto es un hecho asumido, 
un hecho de política. No ingresamos en la conveniencia u oportunidad, pero sí quiero remarcar 
personalmente los efectos probables de decisiones de estas características, por lo que me permito insistir en la 
conveniencia de considerar si hay otras etapas del proceso formativo del contrato Público-Privado para que, 
de alguna manera, el Tribunal de Cuentas siga teniendo la posibilidad de desarrollar sus cometidos y 
atribuciones constitucionales en este tipo de contrataciones. 


SEÑOR FONSECA.- No sé qué puedo agregar a la exposición del doctor Rippe, que fue muy precisa. 
No vamos a entrar en detalles sobre el articulado, porque lo que queríamos con el Presidente era 
centrarnos en cómo afecta este proyecto de ley a las actividades que la Constitución le otorga al 
Tribunal de Cuentas. 


Pienso que el doctor Rippe se extendió y precisó muy bien las tres áreas de competencia del Tribunal. Habló 
de la Rendición de Cuentas, yo agregaría la presupuestal porque si bien no interviene en el Presupuesto 
nacional lo hace en los Presupuestos de los Entes Autónomos y los Gobiernos Departamentales. 


Coincido con el doctor Rippe en que cuando el artículo 23 se refiere a la adjudicación definitiva, previa 
intervención del Tribunal de Cuentas, no se establece el alcance, el plazo ni los efectos, y tampoco se dice si 
cuando se sustituye esa adjudicación provisoria por el segundo que viene, vuelve al Tribunal o no; habría que 
establecerlo. Se habla de la adjudicación definitiva, pero no se dice si el Tribunal aparece cuando se resuelve 
si es al primero o al segundo luego de las conversaciones, o si viene con una provisoria y en las 
conversaciones se resuelve. No se dice si en el caso de que esa empresa no complete la información y se 
resuelva adjudicar a otro, tiene que volver al Tribunal o tiene que comunicárselo. Es lo que pensamos y no 
está claramente establecido en el artículo 23. Por lo tanto, me parece que sería bueno establecerlo. 


En cuanto a la modificación de los contratos, creo que se establece la intervención del Tribunal de Cuentas, 
porque el artículo dice "previa intervención del Tribunal de Cuentas". Además, creo que en la renegociación 
de los contratos tendría que tener intervención el Tribunal de Cuentas porque se trata de una modificación del 
contrato. Por lo tanto, si bien en el artículo no está establecido, creo que el Tribunal debería intervenir. 


Estos son nuestros apuntes. Como dijo el doctor Rippe, el Área Jurídica ha elaborado un informe previo que 
no ha sido visto por el Cuerpo de Ministros por eso no pudimos traerlo a la Comisión. Pienso que en el 
futuro, si así lo resuelve el Cuerpo, se lo haremos llegar. 


SEÑOR RIPPE.- Queda claro que no damos opinión sobre la oportunidad o conveniencia del proyecto. 


Entendemos claramente la exposición de motivos y los fundamentos. Nos consta que existen experiencias 
internacionales importantes, que el país tiene necesidad de infraestructura y estos contratos habilitan la 
creación de ese tipo de infraestructura. Lo que estamos planteando son temas vinculados con el objeto y el 
alcance del contralor. Estamos hablando de contralores constitucionales y pensamos que estas soluciones, tal 
como están redactadas, excluyen toda posibilidad de control fuera de las específicamente acotadas. Por lo 
tanto, desde mi punto de vista, que es muy personal y no compromete de ninguna manera la opinión del 
Tribunal de Cuentas, requiere una reflexión adicional. 


Por otra parte, es un tema vinculado sobre todo con procedimientos. El proyecto de ley, desde el punto de 
vista de su redacción, es muy complejo; es una redacción compleja. No es de fácil acceso. No sé si requerirá 
o no una revisión de la redacción a nivel legislativo o una eventual reglamentación del Poder Ejecutivo para 
hacer diversas aclaraciones de tipo procedimental. Insisto que, tal como está redactado, me parece que es de 
compleja interpretación y aplicación. 


Por otro lado, entiendo que hay determinadas soluciones llamativas como las facultades que se atribuyen a la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y al Ministerio de Economía y Finanzas que pueden llevar a una 
suerte de veto de resoluciones tomadas en el ámbito de organizaciones autónomas como los entes autónomos 
y los servicios descentralizados. No es que nos preocupe, simplemente estimamos que es correcto advertir 
nuestra interpretación y plantearla en esta Comisión. 


Asimismo, quiero decir quienes están presentes tienen conciencia de esto que hemos planteado siempre la 
predisposición del Tribunal de Cuentas de estar al servicio del Poder Legislativo en todos y cada uno de los 
proyectos que tengan que ver con la gestión de la hacienda pública. Insisto en que hubiésemos querido estar 
en la etapa formativa de la iniciativa y no en la etapa final, con un proyecto totalmente estructurado en cuya 
elaboración tuvieron participación otros organismos, pero no el Tribunal de Cuentas. Hecha esta 
consideración, agradezco la invitación y nos ponemos a las órdenes. 


Además, quiero decir que nosotros vamos a seguir estudiando el proyecto porque, como en la exposición de 
motivos se hace mención a antecedentes en otros países, hubiéramos querido conseguir salvo en el caso 
español las experiencias legislativas y reglamentarias de esos países, pero no nos dieron los tiempos. También 
hubiéramos querido conocer los efectos y las consecuencias vinculadas sobre todo con el contralor, pero no 

lo hemos podido hacer. Por lo tanto, quisiéramos tener un poco más de tiempo para realizar esta investigación 
jurídica a los efectos de poder hacer aportes complementarios. 


Sí quiero destacar algo que no advierto que esté suficientemente desarrollado en este proyecto uno de los 
objetivos de la ley, que es regular aspectos de contabilidad y presupuestarios. Con toda franqueza, debo decir 
que este objetivo claramente definido en el proyecto de ley no está claramente explicitado en el detalle de la 
ley misma. Si tomamos en cuenta que de acuerdo con la Constitución de la República interviene el Tribunal 
en todo lo que tiene que ver con contabilidad, administración financiera y presupuestaria y advertimos que 
uno de los grandes objetivos de la ley es proporcionar una regulación específica en la materia, lo que no 
observamos, salvo error u omisión de mi parte, es que esté claramente determinado el alcance de esa 
normativa coherente o consistente con un objetivo explícitamente expresado. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Antes que nada quiero saludar a los invitados. 


Me había trazado una hoja de ruta para realizar algunos comentarios. Pero, luego de escuchar la exposición 
clara y contundente del señor Presidente del Tribunal de Cuentas, me parece que sería redundante realizar las 
preguntas. Creo que nada agregaría preguntar si el Tribunal de Cuentas ha intervenido en el proceso de 
elaboración de este proyecto, si se considera que el proyecto respeta las competencias del Tribunal de 
Cuentas, si se cree que se ha omitido la participación del Tribunal en alguna de las etapas de elaboración de 
este proyecto, porque claramente el doctor Rippe ha manifestado que entiende que solo se ha pedido la 
opinión del Tribunal de Cuentas al final del proceso de elaboración del proyecto. 


Por lo tanto, me parece oportuno destacar y no perder de vista el objetivo del acuerdo que alcanzaron todas 
las colectividades políticas con representación parlamentaria respecto al cambio de autoridades tanto en el 
Tribunal de Cuentas como en la Corte Electoral que no se daba desde hace quince años. Si bien todos 
conocemos sus atribuciones constitucionales, nos parece que es por demás oportuno destacar, dadas las 
circunstancias en las que fueron ocupados los cargos, más allá de la necesaria participación y representación 
de los Partidos políticos, que se puso especial celo en que para llevar adelante las Presidencias se eligiera a 
personas que no estuvieran identificadas notoriamente con ningún partido sino que fueran independientes, lo 
que nos daría mayores garantías a todos los ciudadanos. Por lo tanto, una vez que podamos avanzar en el 
estudio del proyecto de ley y que el Tribunal de Cuentas pueda profundizar en él de los conceptos vertidos 
por el doctor Rippe se desprende que no han podido hacerlo, creo que sería necesario y lo propongo a la 
Comisión, que este organismo nos envíe sus apreciaciones con respecto al articulado y las etapas en que 
entiende que sería necesaria su intervención para dar cumplimiento a la materia constitucional y, a partir de 
eso, avanzar en el estudio del proyecto de ley con razones fundadas y, sobre todo, con solidez en los 
conceptos. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero hacer dos preguntas sobre la base de la exposición inicial del señor 
Presidente del Tribunal de Cuentas, que creo ha sido diáfana y contundente y, por supuesto, arroja luz 
con relación a los alcances y contenidos del proyecto de ley que estamos analizando. Personalmente no 
sé si esta conclusión es compartida, entiendo que reafirma lo que para nosotros ya era una sospecha en 
cuanto a que estamos frente a un articulado por lo menos defectuoso desde el punto de vista formal y 
jurídico. Avanzando en esa dirección quiero dejar planteadas dos consultas concretas. 


Está claro que la mayor preocupación del señor Presidente del Tribunal de Cuentas presumo que esto también 
surgirá de ese informe de los servicios jurídicos que, dicho sea de paso, será muy interesante poder 
incorporar a los antecedentes de la Comisión tiene que ver con una suerte de debilitamiento de las 
competencias constitucionales vinculadas con el contralor, fundamentalmente en lo que se refiere a la 
actividad financiera del Estado. Eso quedó claro. Mi pregunta concreta es si en esa perspectiva se podría 
llegar a concluir desde el punto de vista jurídico que estamos frente a una eventual inconstitucionalidad de la 
ley, no solo sustancial sino formal, en lo que concierne al literal E) del artículo 211, que es donde 
precisamente se establece el cometido para el Tribunal de intervenir en todo lo relativo a la gestión financiera 
de todos los organismos del Estado. Y desde ya adelanto que si formalmente se concluyera que la 
inconstitucionalidad es discutible, eso no absolvería al proyecto de ley de las dificultades formales que se 
acaban de señalar, porque para que un proyecto sea bueno no alcanza con que sea constitucional, obviamente; 
en todo caso, ese es un prerrequisito esencial de validez, pero aparte de eso, creo que las debilidades que el 
proyecto contiene ya han quedado expuestas y manifiestas. Pero concretamente sería interesante saber si a 
juicio del doctor Rippe no solo estaríamos frente a una solución inconveniente desde el punto de vista del rol 
institucional que tiene que cumplir el Tribunal, sino además, directa y claramente inconstitucional al tenor de 
lo que establece el artículo 211. 


La segunda pregunta, que en algún sentido se vincula con la anterior, refiere a un tema que personalmente me 
ha preocupado desde que se inició el tratamiento de este proyecto de ley y tiene que ver, ni más ni menos, 
con el artículo 1%, con la definición del objeto. Esto tal vez vaya más allá de las funciones de contralor del 
Tribunal, pero me parece fundamental que lo analicemos con profundidad y que definamos claramente cuál 
es el alcance del proyecto; para eso se define el objeto en este proyecto y en todos los proyectos de ley que 
contienen una definición conceptual de estas características. Yo creo que estamos frente a una definición 
ambigua el doctor Cajarville habló de elasticidad en los conceptos que contienen el primer y segundo incisos 
del artículo 1% porque, por un lado, parecería que el proyecto se refiere a infraestructuras y servicios 
relacionados en el sentido de servicios conexos, pero por otro, establece taxativamente una excepción muy 
fuerte con relación a los monopolios estatales y a los cometidos esenciales del Estado, que son conceptos 
jurídicamente muy bien definidos, con determinada evolución a través del tiempo. Si esa es la excepción, 
entonces creo que allí se abre una duda de interpretación. ¿Hasta dónde llega el proyecto de ley? ¿Debe 
ceñirse específicamente a obras de infraestructura o al establecerse esta excepción en el segundo inciso -por 
eso la elasticidad que mencionaba el doctor Cajarville entra un ámbito de aplicación mucho más amplio que 
solo excluye los cometidos esenciales, que son muy específicos, o los monopolios públicos, que también lo 
son? Quisiera que el doctor Rippe nos diera una opinión sobre eso porque me parece que estos son los temas 
que debemos definir en primer lugar, y después considerar todos los demás que, dicho sea de paso, ya ha 
quedado claro que también están bastante mal resueltos. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero remarcar que sería de enorme utilidad para la Comisión tener, en su 
momento, el informe que apruebe respecto de este proyecto de ley el Tribunal de Cuentas. Este es un 
proyecto de ley que, como se dijo, es complejo en sí mismo desde el punto de vista jurídico pero 
también político. Creo que así como está redactado el proyecto, se encuentra condenado a quedar en 
Comisión; sin duda va a sufrir, al menos, modificaciones. Probablemente, luego de que la Comisión 
llegue a una nueva redacción tomando en cuenta una serie de valoraciones que han hecho otras 
delegaciones, podamos volver a llamar al Tribunal de Cuentas, que creo representa una opinión 
independiente y calificada, que pone por encima de todo la defensa de los intereses del Estado, que es lo 
que se busca en el proyecto, es decir, asociarse con privados, pero defendiendo los intereses públicos. 
Sintetizando, sería bueno tener el informe y, probablemente, en su momento, estaríamos convocando 
nuevamente al Tribunal de Cuentas, si así lo decide la Comisión. 


Quiero hacer una pregunta muy concreta. Tengo entendido que la normativa vigente establece que toda 
modificación contractual, en términos generales, requiere una intervención preventiva del Tribunal de 
Cuentas. Si un contrato tiene un plazo y se lo modifica, o se cambia cualquiera de sus elementos, debe volver 
al Tribunal de Cuentas en esa etapa para su intervención. Por lo que se señaló, ese no parece ser en su 
totalidad el camino que se sigue en este proyecto de ley; en algunos casos se prevé una nueva intervención 
del Tribunal y en otros no. Por eso solicitaría una breve comparación de la intervención del Tribunal de 
Cuentas tal cual está resuelta en este proyecto con lo que sucede en los contratos de concesión de obra 
pública, que creo son el elemento que tenemos más a mano, el más parecido a lo que estamos considerando. 
Quisiera saber cómo interviene el Tribunal en los contratos de concesión de obra pública, donde también se 
dan muchas de las circunstancias que aquí se prevén: puede caer la concesión, puede modificarse el 
concesionario, puede haber cambios en el contrato, como los ha habido a lo largo del tiempo. Creo que sería 
bueno conocer esa circunstancia para analizar qué diferencias tiene la solución que aquí se plantea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer dos preguntas que se refieren a algunas apreciaciones hechas por 
el señor Presidente del Tribunal de Cuentas, intentando aclarar su alcance. 


El doctor Rippe se refirió a las competencias constitucionales del Tribunal de Cuentas y decía que algunas de 
ellas podían no estar claras o, de alguna manera, podían estar relegadas en este proyecto de contratos de 
participación público-privada. Por supuesto, las normas constitucionales priman sobre las demás, pero mi 
consulta es si cuando se da este tipo de redacción a un contrato en particular, el TOCAF deja de tener 
vigencia porque específicamente, en alguno de los casos que se planteaba, por ejemplo en el artículo 23, se 
establece cuál es el momento de actuación del Tribunal de Cuentas. 


La segunda pregunta tiene que ver con la reflexión final del doctor Rippe en cuanto a uno de los objetivos del 
proyecto, la exposición contable y financiera de los pagos que realizará el Estado a partir de los contratos de 
participación público-privada, ya que el artículo 57 establece que deberán incluirse en el proyecto de 
Presupuesto correspondiente al Ejercicio fiscal en que deban realizarse. 


Ampliando un poco la preocupación que manifestaba el doctor Rippe por lo que decíamos con respecto a la 
normativa general de las intervenciones del Tribunal de Cuentas previstas en la Constitución y en el TOCAF 
en este proyecto no se prevé la intervención necesaria del Tribunal de Cuentas. En lo que tiene que ver con 
normativas específicas que están planteadas en el artículo 57 no desarrolladas en el proyecto, pero que 
seguramente deberán ser motivo de reglamentación, ¿no hay posibilidad de que ese tipo de exposición 
contable que se va a trasladar luego a la exposición presupuestal y financiera de cada una de las unidades de 
la Administración Pública que intervengan en estos pagos que, como muy bien decía el doctor Rippe, es uno 
de los objetivos del contrato se postergue hasta que se den determinadas condiciones el contrato exige el 
cumplimiento de la parte co contratante de las obras y servicios vinculados que se prestan y sea ese el 
momento de permitir los contralores del Tribunal al de Cuentas, como sucede en otro tipo de contrataciones 
público privadas, como toda licitación pública y los contratos de concesión? 


SEÑOR POSADA.- El doctor Rippe ha sido un colaborador del Parlamento de larga data. En su 
intervención, asumiendo el rol de Presidente del Tribunal de Cuentas, establecía una serie de 
observaciones en función del organismo que preside. Pero soy de los que esperan que la nueva función 
que tiene el doctor Rippe en el ámbito del Estado no invalide la posibilidad de recibir otros aportes que 
serían realmente bienvenidos en el seno de la Comisión. Hago especialmente mención a un comentario 


que deslizó sobre la mirada del proyecto desde la óptica del derecho comercial. En la medida en que 
este proyecto intenta fundamentalmente generar un nuevo instrumento dinamizador de las relaciones 
entre lo público y lo privado, la mirada desde el punto de vista comercial importa. 


En ese sentido, me adelanto a expresar seguramente los demás integrantes de la Comisión coincidirán que 
sería muy importante que, en su calidad de catedrático de Derecho Comercial pudiera realizar no digo hoy un 
aporte al trabajo que viene llevando adelante la Comisión. Me parece que incorporar esa mirada desde el 
punto de vista del derecho comercial -acá hemos tenido una mirada desde el punto de vista del derecho 
administrativo ayudaría a tener una visión completa sobre un proyecto de ley que realmente tiene muchas 
complejidades. 


Todos somos conscientes de que tenemos un insumo importante que ha enviado el Poder Ejecutivo, pero que 
tendrá que ser perfeccionado en este ámbito con los aportes que se han venido volcando desde el punto de 
vista del derecho administrativo y los que realiza ahora el Tribunal de Cuentas. Pero también es importante 
incorporar esa otra óptica para contar con una visión más completa que permita desarrollar el trabajo 
legislativo con un conocimiento de causa mucho más acorde al desafío que se tiene por delante. 


Creo que sería oportuno incluir en esa visión comercial otro aspecto que se mencionaba: analizar el tema en 
función de la legislación comparada. Acá se ha hablado de la legislación española. Sabemos que algunos 
asesores españoles trabajaron en el proyecto asesorando al Poder Ejecutivo. Por tanto, creo que también sería 
oportuno incorporar la legislación comparada a fin de tener una visión más acabada del trabajo que tenemos 
por delante en todo lo que refiere a este proyecto de ley. 


SEÑOR RIPPE.- Empecemos por las dos preguntas del señor Diputado Abdala. Una tenía que ver con 
la constitucionalidad y la otra, con el objeto y el alcance del artículo 1”. 


Con respecto a la primera pregunta, en este país el único que puede declarar la constitucionalidad o 
inconstitucionalidad es la Suprema Corte de Justicia. Para mí sería muy aventurado hacer referencia a 
eventuales inconstitucionalidades. 


Hemos visto distintos tipos de leyes que habilitan al Poder Legislativo a tomar decisiones vinculadas a 
organismos y actividades que no están controlados por el Tribunal de Cuentas. Por ejemplo, si hablamos de 
una persona pública no estatal, todo lo que tiene que ver con su funcionamiento está fuera del ámbito del 
Tribunal de Cuentas. Así, el Tribunal de Cuentas no tiene ninguna posibilidad de ingresar en el contralor de 
lo que hace la Corporación Nacional para el Desarrollo, que es una figura central de este proyecto; si se me 
permite, es una suerte de superestructura. Aquí se establecen una cantidad de cometidos y atribuciones que 
actualmente no están previstas en su Carta Orgánica, que pueden ser razonables, pero hay que tener en cuenta 
ese factor. Ni hablar cuando se constituyen sociedades de derecho privado, inclusive por personas públicas. 
Más allá de la autorización primaria, no hay forma de tener ningún tipo de participación en el desarrollo de 
las actividades de la gestión, que muchas veces está vinculada con fondos públicos porque se transfieren 
fondos públicos hacia ese tipo de entidades y no tenemos control de ningún tipo. 


Quiero aclarar que la Constitución de la República no tiene previsto esto, pero les recuerdo que permite que 
la ley amplíe los cometidos del Tribunal de Cuentas. Por lo tanto, dependerá también de los Poderes 
Ejecutivo y Legislativo determinar qué pretenden que haga el Tribunal de Cuentas. No pueden limitar ni 
relativizar sus facultades constitucionales, pero se les permite establecer por ley nuevos cometidos y nuevas 
atribuciones; es un derecho del legislador. 


Con respecto a la segunda pregunta, puedo comprender la inquietud que plantea el señor Diputado Abdala. 
No conocía en detalle la opinión del doctor Cajarville es amigo personal y tengo una excelente relación con 
él aunque sí sé cuáles son algunas líneas generales de su opinión. Puedo comprender el problema, porque si 
bien el primer inciso determina el alcance "financiación, diseño, implementación y operación de 
infraestructuras y prestación de servicios relacionados", en el segundo inciso se hace una excepción, por lo 
cual uno puede sentirse tentado a que el objeto sea mucho mayor, que tiene. Además, como "jus privatista" 
señalo una particularidad: ¿qué son los cometidos esenciales?. Cuando fui estudiante, me llevó cinco meses 
preparar Derecho Administrativo porque el Profesor Enrique Sayagués Laso cuyo Tratado de Derecho 
Administrativo debíamos estudiar preguntaba hasta las notas. Él desarrolla los cometidos esenciales que, 
básicamente, eran cinco distinguía servicios públicos, intervención en la actividad privada, etcétera; no sé si 


hoy en día esos son los cometidos esenciales, si hay o no nuevos. No deja de ser impreciso desde el punto de 
vista de una ley establecer "cometidos esenciales". No conozco ninguna ley que determine cuáles son los 
cometidos esenciales del Estado; ni siquiera la Constitución de la República. Por lo tanto, si un cometido es o 
no esencial quedará sujeto, tal vez, a interpretación. Esto llevará, de pronto, a cierta reflexión o duda, y 
nosotros, en materia de derecho, preferimos la precisión, la aplicación de la ley. Aquí puede haber un campo 
elástico, utilizando la expresión del Profesor Cajarville. Los cometidos esenciales del Estado los ha trabajado 
la doctrina, pero no la legislación. 


Me comprometo personalmente a que vamos a estudiar y reflexionar muy intensamente este proyecto de ley. 
Es importante conocer las inquietudes de los señores Diputados de esta Comisión para tenerlas en cuenta a 
los efectos de la elaboración final. Encargaremos su estudio a la División Jurídica y luego, obviamente, 
pasará al Cuerpo. Yo soy un integrante más del Cuerpo, que ha confiado en que yo pueda desarrollar estas 
actividades. Entiendo que el Cuerpo debe analizarlo y verificarlo. Cuenten con que ese documento va a 
llegar. 


Si el señor Presidente me lo permite, acepto el desafío que me plantea el señor Diputado Posada. En estos 
días me puse a mirar las cosas como miembro de un cuerpo estatal de contralor, pero a medida que uno va 
leyendo, va haciendo reflexiones. Con mucho gusto voy a estudiar el proyecto desde otro ángulo: como "jus 
privatista". Me alegra si esto contribuye al trabajo de la Comisión. Aclaro al señor Diputado Posada que la 
invitación que me cursaron fue en calidad de Presidente del Tribunal de Cuentas; como tal, no puedo hablar 
del derecho privado. 


SEÑOR FONSECA.- El señor Diputado Gandini solicita una comparación entre la situación actual y el 
proyecto, en cuanto a concesiones de obra pública. El Tribunal aprobó dos ordenanzas en el ámbito de 
sus competencias, y estableció que al efectuar, modificar o rescindir concesiones, previamente debe ser 
consultado el Tribunal de Cuentas, y así se está haciendo. La Constitución establece la intervención 
preventiva cuando se trata de control de legalidad de gastos y pagos. Normalmente, en las concesiones 
no hay gastos y pagos. Si bien en este proyecto puede haber un gasto y un pago de parte de la 
Administración, normalmente en las concesiones es al revés: se percibe un canon. Entonces, el 
Tribunal, en el ámbito de sus competencias establece en dos ordenanzas la preceptividad de su 
intervención preventiva, previamente a conceder una obra pública, modificarla o rescindirla. Eso se 
está cumpliendo actualmente. En general, todas las modificaciones vienen al Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR GANDINI.- ¿No se prevé su intervención en la rescisión? 
SEÑOR FONSECA.- No está previsto, como tampoco en la renegociación; sí en la modificación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En los contratos que se firman en función de la Ley de Concesión de Obra 
Pública, ¿está prevista la intervención del Tribunal de Cuentas? 


SEÑOR FONSECA.- Muchas veces no está prevista en la ley, pero el Tribunal lo establece, de acuerdo 
con sus potestades constitucionales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aunque en este proyecto de ley no esté previsto, ¿las disposiciones 
constitucionales y el TOCAF no habilitan a que el Tribunal intervenga? 


SEÑOR FONSECA.- Lo que nos importa es la Constitución porque el TOCAF es una ley y, por lo 
tanto, se puede modificar como se ha hecho en muchas oportunidades por otra ley. Nosotros 
analizamos la intervención preventiva desde el punto de vista de la Constitución porque el legislador 
puede modificar el TOCAF. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este proyecto de ley, una vez que sea ley, ¿modificará algunas disposiciones 
del TOCAF? 


SEÑOR FONSECA.- Sí. En el informe previo se señalan varios puntos en los que se modifica. 
Permanentemente el legislador está modificando el TOCAF. El Tribunal lo único que hace es aplicarlo, 


no discute su pertinencia. 


SEÑOR RIPPE.- Nuestra referencia siempre va a ser la Constitución de la República, no el papel del 
legislador. Estamos acostumbrados a que permanentemente se hagan modificaciones, como sucede en 
la ley presupuestal y en este proyecto; eso no ofrece problemas en sí mismo. 


SEÑOR GANDINI.- Si este proyecto prevé en qué dos casos hay intervención preventiva del Tribunal 
de Cuentas, de hecho está diciendo que en los demás no interviene. Esa podría ser la interpretación 
porque el proyecto dice taxativamente en cuáles interviene. Por lo tanto, un contrato de esta naturaleza 
no se apartaría de la legalidad si no volviera al Tribunal cuando se renegocia o cuando se rescinde. Esa 
es la interpretación. Para que tuviera que ir al Tribunal obligatoriamente, tendría que decirlo. Acá se 
establece que en los contratos participan organismos públicos o de derecho privado, personas de 
derecho público no estatal y también sociedades anónimas propiedad del Estado. En esos casos, si no se 
previera, el Tribunal no intervendría jamás, porque, de hecho, hoy no interviene los gastos de forma 
preventiva ni en las contrataciones que, por ejemplo, realiza la Corporación Nacional para el 
Desarrollo. Por lo tanto, cuando una de las partes de estos contratos es una organización propiedad del 
Estado pero que no es estrictamente de Derecho Público, tampoco el Tribunal participa, si no lo 
establecemos específicamente. Pero por lo que dijo el Presidente del Tribunal de Cuentas, sí podríamos 
dar esa atribución por ley. 


SEÑOR RIPPE.- Es absolutamente correcto. 


SEÑOR FONSECA.- Actualmente, se transfieren rubros presupuestales casi en pleno a la Corporación 
Nacional para el Desarrollo para que los administre, y en lo único que interviene el Tribunal es cuando 
se hace la transferencia, como un gasto que realiza un organismo público cuando transfiere. Pero 
respecto a cómo administra la Corporación, el Tribunal de Cuentas no interviene. 


Se sustituyó el PNUD, que en una época actuaba como administrador de proyectos, etcétera, por la 
Corporación Nacional para el Desarrollo. Es lo que vemos a diario. 


SEÑOR RIPPE.- Comento que hemos recibido a las autoridades de la Corporación para considerar 
otros temas específicos, para poder determinar el alcance constitucional y legal de la intervención del 
Tribunal de Cuentas en actividades propias de la Corporación. Por lo tanto, lo que estamos diciendo 
acá lo conoce la Corporación, porque es lo que dice la ley. La ley puede ampliar, etcétera; es un tema 
legal. 


SEÑOR FONSECA.- Respecto al artículo 57, solicitamos a nuestro Departamento de Auditoría que 
elaborara un informe sobre este punto específicamente; en definitiva, no había observaciones. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- A los efectos de ser precisos en la elaboración del informe jurídico 
que el Tribunal le acercará a la Comisión y en su próxima comparecencia, con el objetivo de trasmitir 
las dudas que sobre las dudas que este legislador siente la necesidad de evacuar y para que conste en la 
versión taquigráfica que recibirá el organismo, me gustaría saber cuáles deberían ser, a juicio del 
Tribunal, las competencias que debería tener en este proyecto. Cuáles son las etapas en las que el 
Tribunal entiende se ha omitido su participación y sus competencias, es decir, en qué etapas debería 
participar que no establece el proyecto. 


Quisiera saber si el Tribunal considera que el procedimiento de llamado público previsto en el artículo 19 
debería establecerse por ley o puede quedar librado a lo que estipule la reglamentación de la ley. 


¿Cuál es la opinión del Tribunal de Cuentas en relación al procedimiento previo para la selección de los 
sujetos contratantes en el marco de este proyecto de ley? 


¿Qué le apreciación les merece lo establecido en el artículo 5* del proyecto en cuanto a que los contratistas 
podrán constituir garantías, y lo expresado en el artículo 25, que la administración podrá exigir a los 


oferentes la constitución de una garantía? Tampoco se establecen los montos de las garantías; queda librado a 
lo que establezca la reglamentación y los propios pliegos. 


Deseo conocer también la opinión del organismo en cuanto a la amplitud de las contraprestaciones y 
contribuciones a percibir por el contratista, establecido en los artículos 5* y 6”, lo relativo 


a la integración de la Comisión Técnica artículo 8” y la posibilidad de que la valoración y clasificación de las 
ofertas puedan ser realizadas inclusive por una empresa asesora contratada por la Corporación Nacional para 
el Desarrollo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 23. 


¿Qué opina el organismo respecto a que no existe la etapa de manifiesto de la clasificación de ofertas, 
pasándose a la adjudicación provisoria, según el artículo 23? 


En lo que tiene que ver con el método del diálogo competitivo previsto en el artículo 19, quisiera conocer la 

opinión sobre los nuevos cometidos que el proyecto le otorga a la Corporación Nacional para el Desarrollo a 
través del artículo 9%, así como la eliminación del efecto suspensivo de los recursos administrativos y que no 
prevé la comunicación al Tribunal de Cuentas de la presentación de los recursos, que figura en el artículo 31. 


El artículo 57 prevé innovaciones en cuanto a que dejarán de contabilizarse como públicas las deudas y 
obligaciones estatales derivadas de esta modalidad de contratos de participación público-privada. ¿Cuál es la 
opinión del Tribunal sobre este punto? ¿Está de acuerdo con que la ley no establezca límites de 
endeudamiento para los contratos de participación público-privada? 


SEÑOR FONSECA.- Pienso que la solicitud del señor Diputado Germán Cardoso quedará más 
completa con la información que remitiremos. Anoté los puntos principales. 


SEÑOR RIPPE.- Respecto al diálogo competitivo, previsto por lo menos en la normativa española, 
tengan presente que tenemos un antecedente: la Ley de Reactivación Económica, que establece la 
posibilidad de las iniciativas privadas, etcétera. 


Lo que me puede preocupar no lo he analizado en este momento, es que dentro del régimen de reactivación 
económica todo el sistema seguía siendo competitivo, y en el diálogo competitivo, parecería que el Estado 
estaría en condiciones de hacer una selección específica, donde la llamada competencia se diluye. No sé si 
me explico: aquí puede haber un tema que está vinculado a otro; claro que una ley modifica, atenúa o 
relativiza otra ley, es obvio. Tenemos una ley sobre en la que en su momento asesoré, la Ley N* 18.159, de 
Promoción y Defensa de la Competencia. En esa ley manejamos la libertad de competencia, estableciendo en 
el marco de la libre competencia quiénes podrían participar desde el ámbito subjetivo, ya sea el sector 
público, el privado, nacionales, extranjeros, personas físicas, personas jurídicas. 


Entonces, en este proyecto hay algunos elementos que estarían restringiendo esa libertad de competencia por 
disposición legal. Por lo menos, hacemos la observación. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para que conste en la versión taquigráfica, voy a hacer un resumen de los 
compromisos que asumió el Tribunal de Cuentas. 


En primer lugar, luego del análisis que realice el Tribunal como Cuerpo, que como bien explicaba el 
Presidente, no lo ha hecho todavía porque recién la semana pasada le han llegado los antecedentes que envió 
la Comisión, ha sido el compromiso del Presidente, en nombre del Cuerpo, enviarnos la opinión sobre todo el 
proyecto, en particular, sobre algunos artículos que el señor Diputado Germán Cardoso y otros Diputados 
hemos mencionado. 


En segundo término, formalizamos la solicitud de la opinión del doctor Rippe como catedrático de Derecho 
Comercial, tal como lo hacía en sus anteriores visitas a esta Comisión. 


Por último, les solicito las dos circulares a las que hacía referencia el doctor Fonseca, en las que se establecen 
normas para las obras de concesión. Esto no está previsto en el proyecto de ley, pero el Tribunal de Cuentas, 


en base a sus competencias constitucionales, lo ha dispuesto y se está cumpliendo. Son esas tres cosas que les 
estamos solicitando. Esto va a llevar su tiempo de discusión en la Comisión, y, si es necesario, los 
convocaremos nuevamente. 


Agradecemos la presencia de la delegación. 
(Se retiran de Sala las autoridades del Tribunal de Cuentas). 
(Ingresan a Sala las autoridades de la Corporación Nacional para el Desarrollo). 


——— Damos la bienvenida al Directorio de la Corporación Nacional para el Desarrollo integrado por la 
Directora Adriana Rodríguez, el Director Rodrigo Goñi y el Presidente, economista Luis Porto. 


Continuamos con el tratamiento del proyecto que nos remitiera el Poder Ejecutivo a fines de noviembre del 
año pasado que tiene que ver con los contratos de participación público privada. Ya hemos recibido una serie 
de visitas al respecto. Entre ellas, en primer lugar, al Ministerio de Economía y Finanzas, luego, a dos 
catedráticos de Derecho Administrativo, a las administradoras de fondos de inversión tanto públicas como 
privadas, y en el día de hoy, al Presidente y al Director de Jurídica del Tribunal de Cuentas. 


Había sido solicitada la opinión de la Corporación Nacional para el Desarrollo por el papel relevante que 
tiene en este proyecto de ley. 


SEÑOR PORTO.- En principio, vamos a hacer una muy breve presentación de los temas que nos 
competen directamente en este proyecto de ley. 


La ley de creación de la Agencia Nacional de Desarrollo le da nuevas competencias a la Corporación 
Nacional para el Desarrollo, entre ellas, la de ser concesionaria de obras de infraestructura y el desarrollo de 
proyectos de infraestructura. Este proyecto de ley es la contrapartida en algunos puntos de esa norma, porque 
se le da la competencia a la Administración Pública para concesionar a la Corporación Nacional para el 
Desarrollo, si así lo decide. Es decir, con la creación de la ANDE se le da una competencia a la CND, pero no 
estaba claro cómo iba a hacer el sector público para concesionar a ese concesionario que tenía esa potestad. 


En este proyecto hay algunos artículos que analizaremos más adelante que subsanan ese aspecto y establecen 
que mediante tal mecanismo se le puede dar la concesión a la CND; me refiero en particular a los artículos 11 
y 12, 


En términos generales, como concesionarios potenciales, compartimos algunos comentarios que se han hecho 
en sesiones anteriores de esta Comisión con respecto a la necesidad de realizar alguna precisión en la 
definición del concepto de infraestructura en el proyecto de ley. Hacemos este comentario como eventuales 
concesionarios, para saber de qué estamos hablando cuando hablamos de infraestructura. 


Los otros comentarios que queremos hacer refieren a los artículos 11 y 12 del proyecto y al Capítulo II en 
general, en el que se establece el marco institucional. Es allí donde se le da a la Corporación una serie de 
potestades. Me gustaría comenzar por esas potestades, que se establecen en el artículo 9%, antes de referirme a 
los artículos 11 y 12, en los que se le dan ciertas competencias a la Corporación en el marco de los proyectos. 


El hecho central de este proyecto es que define unidades especializadas en forma optativa para la 
Administración Pública. El marco institucional define la necesidad de crear una Comisión Técnica en el 
dueño de la cosa pública, pero también la posibilidad de que esa Comisión Técnica contrate con la 
Corporación la estructuración en todo el proceso. Eso significa que se le da la posibilidad a la sociedad 
uruguaya de contar con una unidad especializada en el tema. En realidad, en este marco, se crean dos 
unidades especializadas, porque también se crea una unidad especializada en el ámbito del Ministerio de 
Economía y Finanzas para la evaluación de algunos elementos del proyecto 


Eso nos lleva a dar una opinión, porque nos compete directamente y porque, eventualmente, podemos estar 
involucrados en el proceso, si así se entiende necesario. Hemos analizado diferentes experiencias a nivel 
internacional sobre la existencia o no de una unidad especializada. 


En el mundo existen diferentes estudios, en particular, algunos desarrollados en la OCDE, que contienen 
definiciones precisas de estas unidades especializadas. Las definen como organizaciones establecidas con 
ayuda parcial o total del Gobierno para asegurar la capacidad necesaria, colaborar, promover o evaluar 
múltiples proyectos de participación o asociación público privada. Más adelante, voy a hacer referencia a la 
diferencia entre asociación público privada y participación público privada. 


Según estos estudios, las unidades especializadas pueden estar dentro de un Ministerio. En Francia, están 
dentro del Ministerio de Economía, y es el símil que podemos aplicar a Uruguay, porque la Corporación 
Nacional para el Desarrollo es propiedad del Ministerio de Economía y Finanzas, el que determina las 
políticas a seguir. Hay países donde esto está centralizado pero fuera de la órbita del Ministerio de Economía 
o, incluso, en el sector privado, como en Gran Bretaña. En otros países, está descentralizado, y hay una 
unidad especializada en cada uno de los Ministerios, o, como en España, en cada una de las Consejerías a 
nivel regional. Por ejemplo, en la Comunidad de Madrid, la Consejería de Obras Públicas tiene su unidad 
especializada de asociaciones público privadas, y la Consejería de Sanidad es el símil del Ministerio de Salud 
Pública también tiene su unidad especializada para el desarrollo de hospitales. Es decir que es otro tipo de 
formato. 


El formato que establece este proyecto es similar al francés mezclado en el inglés. Es centralizado, está en el 
ámbito del derecho privado igual que en Gran Bretaña, pero, en realidad, las acciones son propiedad del 
Ministerio de Economía y Finanzas como en Francia. Me imagino que esta mezcla rara que el proyecto 
recoge tiene que ver con la experiencia de la Corporación Nacional para el Desarrollo en estos temas en 
Uruguay y con que ya existen capacidades vinculadas al respecto por ser dueña de la Corporación Vial del 
Uruguay, de la Corporación Ferroviaria del Uruguay y de la empresa de recuperación de activos 
inmobiliarios del Estado, que permitió terminar con las obras de la Torre Ejecutiva y del SODRE. Así que 
supongo que la solución que se ha dado viene por ese lado. 


Un aspecto no menor que quiero destacar es que el proyecto no cierra la unidad especializada para la 
estructuración de los proyectos a la Corporación Nacional para el Desarrollo, sino que le da esa competencia, 
pero lo deja optativo. Es decir que si cada Ministerio, cada empresa pública o cada Intendencia quiere hacer 
dentro de sí una unidad especializada para que trabaje con la comisión técnica, lo puede hacer. Lo que 
establece el proyecto es que la comisión técnica puede crear en sí misma la unidad especializada o puede 
contratar afuera a una consultora privada vía TOCAF o en forma directa. 


Esta es la competencia que se da a la Corporación Nacional para el Desarrollo. Suponemos que esta ventaja 
que se da a la Corporación para ser contratada en forma directa tiene que ver con que las capacidades en el 
sector público de derecho privado ya están instaladas y que, por lo tanto, los intereses que va a percibir la 
Corporación Nacional para el Desarrollo son los intereses públicos, a diferencia de una consultora privada, 
que puede tener oposición de intereses porque puede estar estructurando un proyecto o asesorando a un 
Ministerio, pero, de pronto el privado es cliente en el sector de auditorías. 


Entonces, creo que de esta manera, la ventaja que se da a la Corporación Nacional para el Desarrollo para ser 
contratada como estructuradora de proyectos está directamente vinculada, por un lado, con las capacidades ya 
existentes y, por otro, porque de esa forma se asegura el interés público en el proceso de estructuración. 


Otro punto vinculado con las unidades especializadas tiene que ver con las ventajas. Una unidad 
especializada permite separar la formulación y el diseño de la implementación y del control. Si bien el dueño 
de la cosa pública es siempre el mismo, la unidad especializada permite tener "fuera de la Administración" 
entre comillas a alguien que está haciendo la evaluación para someterla a validación o no y a alguien que está 
realizando la estructuración o el diseño de los contratos separado de quien implementa la política, ejecuta o 
hace el control, etcétera. La separación entre análisis, diseño, evaluación, implementación y control es una de 
las razones principales de por qué en el mundo existe este tipo de unidades especializadas. Esto sucede 
incluso dentro de los Ministerios, como por ejemplo, en el Ministerio de Obras Públicas de Chile, que tiene 
una unidad especializada separada del resto de la Administración. 


Otra de las ventajas, sobre todo, para un país como Uruguay, que es de escala notoriamente reducida, es la 
especialización. No es lo mismo tener un conjunto de ingenieros en cada uno de los Ministerios y en cada una 
de las Intendencias o de las empresas públicas vinculados a estos temas para un país chico que va a tener una 
cartera de proyectos no muy amplia, que tener un conjunto de ingenieros, arquitectos o economistas 
especializados en estos temas que brinden ese conocimiento a toda la Administración. 


Es decir que la ventaja de la especialización es otra de las razones de por qué se hacen este tipo de unidades 
en el mundo: porque son verdaderos centros de conocimiento en la materia. Cuando hablemos de las 
capacidades que la Corporación Nacional para el Desarrollo está tratando de desarrollar en esta materia, voy 
a poner algunos ejemplos. Nosotros realizamos un convenio con la Universidad Politécnica de Madrid, que 
tiene una maestría en proyectos de participación público-privada. El Director de esa maestría vino a Uruguay 
e hicimos charlas de capacitación con los Ministerios de Transporte y Obras Públicas e Interior y con la 
Corporación misma y acordamos que, en caso de aprobarse el proyecto de ley, desarrollaríamos en el país un 
posgrado en el área de participación público-privada con el objetivo de difundir conocimientos y capacitar a 
todo el sector público involucrado, tanto a los parlamentarios, a los funcionarios de los ministerios, de las 
intendencias y de empresas públicas como también a empleados o gerentes de empresas privadas 


Además, quiero destacar que el fenómeno de la especialización da ventajas de escala para desarrollarse. 
Entonces, el conocimiento de aprendizaje y de difusión hacia toda la sociedad y hacia los involucrados en 
particular se da a partir de la existencia de las unidades especializadas. 


Por otra parte, otro comentario que tiene que ver con el Capítulo Il está directamente vinculado con los 
artículos 11 y 12. En el artículo 11 se otorga a la Corporación Nacional para el Desarrollo y a la 
Administración Pública la posibilidad de desarrollar proyectos de participación público-privada de tipo llave 
en mano para que luego sean traspasados a un privado. Imaginamos que el sentido de esto está ligado a 
razones de urgencia y celeridad que la Administración pueda tener por algún motivo. Además, este proyecto 
tiene un artículo final vinculado a cómo se contabilizan estas cosas. 


Entonces, implementar todo el proyecto por un privado lleva su tiempo, y, a veces, es necesario realizar la 
infraestructura o comenzar a prestar los servicios antes. Tenemos un ejemplo concreto que no prosperó, pero 
podría haber sido el caso si el proyecto hubiera estado aprobado. El año pasado se estuvo evaluando la 
posibilidad de realizar la Asamblea de Gobernadores del Banco Interamericano de Desarrollo del año 2012 
en Uruguay, concretamente, en el departamento de Maldonado. Para eso, era necesario desarrollar un centro 
de convenciones y predio ferial que tenía que estar pronto para el año 2012. Entonces, la única forma posible, 
si esta ley hubiera estado sobre la mesa, era aplicar este artículo, instrumentar el centro de convenciones y el 
predio ferial, realizar la Asamblea de Gobernadores del BID, y luego empezar el proceso de traspaso del 
proyecto a privados, pero había una fecha límite determinada. 


Creo que el proyecto recoge bien este tipo de situaciones de urgencia y celeridad al poner, de alguna manera, 
límites y al expresar que la reglamentación establecerá el plazo máximo dentro del cual la Corporación 
deberá transferir el proyecto al sector y privado y, además, al determinar topes al monto. El artículo expresa 
que: "[...] Esta modalidad de implementación podrá aplicarse únicamente en aquellos proyectos que no 
superen el monto de inversión estimada a ser establecido por la reglamentación [...]". Creo que eso deja claro 
que el artículo no es aplicable en una situación habitual, recurrente o corriente, sino en situaciones de 
urgencia y celeridad donde la Administración Pública necesita la infraestructura en un determinado plazo y 
los estudios, cómo se contabiliza en función de ellos y cómo se trasladan los riegos entre el público y el 
privado, quedan para una etapa posterior, para el momento en que se transfiera el proyecto al sector privado. 


El otro artículo que nos toca, no solamente a nosotros sino a todas las personas públicas no estatales, y 
también a otras entidades públicas, es el 12, relativo a los contratos de Participación Público Privada 
institucional. Este artículo recoge la experiencia española y tiene que ver con nosotros así como con otros 
elementos. Consideramos que este artículo es importante por dos motivos. En primer lugar, porque no 
necesariamente el dueño de la cosa pública es el que mejor puede administrar los riesgos vinculados a ella, 
tanto a la construcción como al mantenimiento o a la operación. Y aquí hay un elemento no menor. Cuando 
un proyecto de Participación Público-Privada hace una adecuada distribución de riesgos no hay que 
considerar quién asume los riesgos desde el punto de vista de los costos. En este artículo 12 queda claro que 
los costos son todos públicos. Desde ese punto de vista, los riesgos también son todos públicos, pero no es la 
propiedad del capital lo que determina la mejor gestión de los riesgos. Nadie duda que si cualquier Ministerio 
quiere hacer algo de energía, quien mejor gestiona los riesgos de una obra de infraestructura de energía es 
UTE y no el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; más allá de que el costo 
permanece dentro del sector público, la distribución de los riesgos en un contrato de PPP institucional 
permite que intervenga cada parte pública que mejor gestiona el riesgo considerado. 


Un segundo elemento no menor desde este punto de vista como señalaba antes, es que hay un artículo en este 
proyecto de ley que hace que todo esto se contabilice de una forma y no de otra en función de cómo se 
distribuyen esos riesgos, y esto también es importante. La contabilidad pública es muy diferente a la 
contabilidad privada. Uno en el sector público realiza una inversión que amortiza en treinta años; eso 
significa que no castiga la inversión en ese año, sino que castiga a la empresa en la inversión, en la vida útil 
del proyecto. En la contabilidad pública eso no ocurre así. Si esta generación hace un sacrificio fiscal para 
que se realice una inversión de US$ 1.000:000.000 cuya vida útil es de treinta años, esta generación está 
pagando por las generaciones venideras, y eso va contra el principio de equidad intergeneracional. Entonces, 
tenemos un problema no menor en la contabilidad pública. Eso es algo que se está viendo en todas partes del 
mundo, los organismos internacionales lo están discutiendo, los contadores públicos lo están discutiendo con 
las asociaciones de contadores privados, y hay una clara tendencia a la convergencia entre las dos 
contabilidades y, probablemente, dentro de diez, quince o veinte años, la contabilidad pública sea diferente y 
posea contabilidad patrimonial, lo que hoy no tiene. En el momento en que la tenga, este comentario podrá 
ser borrado de la versión taquigráfica sin ninguna consecuencia, pero todavía no la tiene. 


¿Eso qué significa? Que cuando uno habla de distribución de riesgos entre el sector público y el sector 
público, en realidad, el riesgo que asume el sector público institucional que hace la obra, desde el punto de 
vista del costo estamos totalmente de acuerdo en que es todo lo mismo, pero ese señor público segundo lo va 
a pagar en treinta años. Por lo tanto, si asume ese riesgo en treinta años, va a ser contabilizado de forma que 
se asegure la equidad intergeneracional. Entonces, desde mi punto de vista, hay dos fundamentos que 
justifican la inclusión de este artículo. El primero es la especialización en cada una de las áreas del sector 
público que puede fundamentar que una parte gestione mejor los riesgos que otra, y el segundo es el concepto 
de equidad intergeneracional, porque si hay una adecuada transferencia de riesgos ya no entre propiedad y 
capital sino entre generaciones, esto termina en la contabilización, de forma tal que pague la generación que 
lo usa. 


Cuando me ha tocado presentar este proyecto de ley en instancias públicas he recurrido a una figura alegórica 
muy particular, diciendo que todos nosotros somos una generación que ya pagó por nuestros abuelos; ellos 
vivieron muy bien y se la gastaron toda, y nosotros hace muchos años estamos tratando de resolverlo. 
Tenemos un problema de equidad intergeneracional no resuelto. La pregunta es: ¿tenemos que pagar también 
por nuestros nietos? Ya pagamos por nuestros abuelos, ¿también tenemos que pagar por nuestros nietos? 
¿Tenemos que sacrificar esta generación invirtiendo cientos de millones de dólares en infraestructura que en 
realidad van a usar nuestros nietos, o por un principio de equidad intergeneracional esta generación, que a su 
vez necesita de esos recursos fiscales para otras cosas, pueda tener ese espacio fiscal transfiriendo el costo a 
la generación que lo va a usar en el momento en que lo va a utilizar? En esa filosofía entra toda la ley, pero 
en particular, cuando no aparece un privado porque no da, entra este artículo; lo hace un público, es una PPP 
institucional, pero se asegura la equidad intergeneracional. 


El tercer punto concreto que nos toca es el del artículo 35 vinculado con los proyectos de iniciativa privada. 
El artículo expresa: "Tramitación de proyectos por iniciativas privadas. La Corporación Nacional para el 
Desarrollo (CND) será el organismos encargado de recepcionar las iniciativas privadas presentadas por el 
sector privado cuya ejecución requiera de la implementación de un contrato de Participación Público- 
Privada". Luego el proyecto prevé la derogación del régimen actual de iniciativa privada. Hemos apreciado 
en los comentarios de los integrantes de esta Comisión que quizás haya que aclarar que si se recurre a este 
mecanismo no quede derogado el régimen de iniciativa privada para cuestiones que no sean de 
infraestructura y servicios relacionados. Compartimos esos comentarios que se han hecho y creemos que hay 
que separarlo. 


Respecto al artículo 35 creemos que el hecho de poner a la Corporación Nacional para el Desarrollo en ese 
rol está directamente vinculado con los antecedentes de la Corporación en la materia de evaluación de 
proyectos, desarrollo de infraestructura, etcétera, y con el rol que la ley le da como estructurador de 
proyectos, porque eso le va a dar la posibilidad de desarrollar capacidades para tramitar mejor los proyectos. 


Una de las cosas que me parece debería quedar bien claro y me gustaría que si no está claro la Comisión 
recoja la sugerencia de hacerlo expreso en el proyecto es que en ningún momento la Corporación Nacional 
para el Desarrollo es dueña del proceso. Eso quizás valga la pena aclararlo en forma expresa; la dueña del 
proceso es el dueño de la cosa pública, es decir, la Administración Pública contratante. La Corporación 
participa simplemente como asesora en todo el proceso, incluido el de iniciativa privada. 


Por último, me gustaría compartir con ustedes las cosas que este Directorio ha venido haciendo en estos 
meses preparándose para la eventualidad de la aprobación de este proyecto de ley. Hemos acordado un 
programa con el Fondo Multilateral de Inversiones del Banco Interamericano de Desarrollo que va a donar a 
la Corporación US$ 1:200.000 para generar capacidades en materia de proyectos de Participación Público- 
Privada. Este programa tiene cuatro grandes componentes. 


El primero tiene que ver con el apoyo al marco normativo, legal y procedimental. La ley nos da las 
potestades para escribir los manuales de procesos y procedimientos, y los reglamentos operativos en toda la 
estructuración. Estos fondos del Programa del BID nos van a permitir contratar consultores internacionales 
que nos ayudarán, en primer lugar si así lo requiere el Ministerio de Economía y Finanzas y si se aprueba la 
ley, para apoyar la reglamentación de la misma y, en segundo lugar, para escribir los manuales de procesos y 
procedimientos de toda la estructuración. El Programa también prevé que esos manuales estén escritos de 
forma tal que el mismo Programa nos apoye luego en la certificación ISO de todo el procedimiento. 


El segundo componente del Programa tiene que ver con el fortalecimiento y las capacidades locales. El 
Programa ya está funcionando. Se hizo un llamado público para la selección del Coordinador Ejecutivo; ya 
fue seleccionado. Asimismo hemos traído diferentes consultores para que generen esas capacidades. Hemos 
traído expertos que han estado trabajando con la gente del Ministerio del Interior; hemos traído al consultor 
chileno, señor Sergio Hinojosa, quien ha desarrollado la estructuración e implementación del procedimiento 
PPP por toda América Latina, en particular en México y en Perú. Ha estado capacitando no solo a la 
Corporación sino a gente de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, del Ministerio de Economía y 
Finanzas y de otras Carteras. 


El componente tres tiene que ver con el apoyo a la identificación de un proyecto en el mediano plazo. Una de 
las cosas que no está en la ley es la etapa de identificación de los proyectos. Eso significa que con este 
proyecto, tal cual está redactado, cada Administración Pública identificará los proyectos y luego supongo que 
seguirá el proceso actual de negociación en el Poder Ejecutivo, igual que en el Presupuesto, para ver la 
priorización de esa eventual cartera porque, reitero, el proyecto no prevé esa etapa de identificación. En el 
Programa con el Fondo Multilateral de Inversiones hay un componente que nos ayudaría a asesorar a todos 
los Ministerios y empresas públicas en este proceso de identificación de los proyectos, para ver cuál de ellos 
pueden ser objeto de un contrato de Participación Público-Privada y cuáles no, con las metodologías que 
corresponda. 


Finalmente, el proyecto nos da competencias vinculadas al desarrollo de instrumentos financieros, por lo 
cual, el literal g) del artículo 9 dice: "Crear o adquirir sociedades comerciales de cualquier naturaleza así 
como instrumentos financieros, cuando ello se entienda necesario para el mejor desarrollo de proyectos de 
Participación Público-Privada". Por tanto, el cuarto componente es el desarrollo de instrumentos financieros 
para la creación de fondos para el financiamiento de estructuración de proyectos, de un fondo de garantías y 
de un fondo de financiamiento que pueda eventualmente canalizar los recursos de las Administradoras de 
Fondos de Ahorro Previsional. 


Esos serían los cuatro grandes componentes, además del programa para el desarrollo de las capacidades, para 
el cual este Directorio ha emprendido una serie de convenios con la Universidad Politécnica de Madrid y 
también con la Consejería de Infraestructura y Obras Públicas de Andalucía, con quienes ya estamos 
trabajando junto con la Corporación Vial del Uruguay en el tema de capacitación en pliegos por pago por 
disponibilidad, con la idea de que si el proyecto se aprueba venga gente de esa Consejería para hacer un 
"tutoreo" y seguimiento de los procesos de estructuración de red vial. También hemos desarrollado convenios 
que se están por firmar con la Consejería de Sanidad y con la Consejería de Obras Públicas de la Comunidad 
de Madrid. Estamos en los trámites jurídicos con las respectivas Consejerías en Madrid. Precisamente, estos 
convenios apuntan a desarrollar las capacidades en la Corporación vinculados a este tipo de proyectos. 


Me anticipo a decir que en la eventualidad de que el proyecto no se aprobara, todas estas capacidades serán 
utilizadas en la Corporación Vial del Uruguay y en la Corporación Ferroviaria del Uruguay, que ya son dos 
PPP institucionales. Quiere decir que si no se aprueba el proyecto no habremos perdido ni tiempo ni recursos, 
porque esos recursos serán utilizados de cualquier forma por la Corporación Nacional para el Desarrollo en 
las empresas que ya tiene con este tipo de esquema. 


SEÑOR ABDALA.- Concretamente, queremos formular algunas preguntas que tienen que ver con la 
participación de la Corporación Nacional para el Desarrollo en el proyecto, sobre la base de lo que el 
economista Porto ha venido exponiendo con carácter general, que ha sido muy ilustrativo. 


No sé qué grado de intervención institucional ha tenido la Corporación en el proyecto del Poder Ejecutivo; si 
se le pidió opinión, asesoramiento, o si es corredactor del proyecto. De la intervención del Presidente del 
Directorio se deduce que, por lo menos para él, el proyecto merece un juicio satisfactorio. Digo esto porque 
no ha habido comentarios admonitorios desde el punto de vista de las soluciones que aquí se consagran. Pero 
los que estamos analizando el proyecto de ley en el ámbito de esta Comisión, tenemos dudas en cuanto al rol 
que cumple la Corporación, que es un poco ambivalente, ambiguo y algo contradictorio según la solución. Es 
decir, según sea el escenario de la iniciativa del sector público para la conformación de una PPP o el de una 
iniciativa privada para la conformación de una PPP. 


Voy a hacer dos o tres preguntas que por supuesto recaen en el articulado que se ha estado analizando, que 
me parece que es el meollo de lo que refiere la intervención de la Corporación. 


El artículo 9” describe supongo que de manera enunciativa, tal vez taxativa las competencias de la 
Corporación en todos estos temas que son importantes; alcanza leerlas para advertir que son muy concretas e 
importantes, pero no dejan de ser periféricas. Me parece que tienen relación con aspectos que hacen a las 
reglas generales de funcionamiento de esta figura jurídica que se está concibiendo, pero no van al centro de la 
cuestión. Me da la impresión de que la Corporación no llega a intervenir en la definición específica en cada 
caso. Por supuesto que la definición corresponde a cada Administración Pública, como aquí se establece. 
Entiendo que en algún momento se corta la participación de la Corporación, que no llega al final de los 
procesos. Esa es la impresión que tengo después de leer el artículo 9” y el desarrollo que se hace en los 
artículos subsiguientes, en particular en el Capítulo que hace referencia a la iniciativa privada. 


Por ejemplo, el artículo 11 establece que la Corporación va a implementar aquellos proyectos PPP que 
provengan del sector público, de una Administración pública. Ahora, lo limita a aquellos que la 
reglamentación determine y, específicamente, a determinados montos. Sería interesante saber por qué. 
Supongo que quien redactó esta solución por algo lo propuso de esta manera, pero hasta ahora no hemos 
escuchado una razón y creo que sería interesante profundizar en el fundamento de esta decisión. Sin 
embargo, en el caso de las iniciativas privadas la Corporación será la encargada de recibir o recepcionar las 
propuestas que provengan del sector privado para desarrollar proyectos de Participación Público-Privada, y 
después de hacer una primera evaluación se desprende del tema y queda en manos de la OPP y del Ministerio 
de Economía y Finanzas, lo que merece otras observaciones de legalidad y constitucionalidad que la 
Comisión ha recibido, que ahora no viene al caso enumerar porque estamos analizando específicamente la 
sustancia de la solución o el aspecto medular que hace a quien impulsa la iniciativa, a quien la implementa y 
a quien la termina por resolver. 


El economista Porto hablaba de casos de celeridad o de urgencia. De la simple lectura del artículo 11 no me 
queda claro que este que tenga por finalidad prever esos casos o situaciones. Advierto que aquí estamos 
frente a una alternativa de carácter general o a una fórmula que puede llegar a utilizarse o a aplicarse en todos 
los casos. No advierto que esto sea exclusivamente para casos de emergencia, como los que él mismo 
describió o puso como ejemplo. 


Estas son más interrogantes que aseveraciones, pero surgen de un texto que, con relación a la participación de 
la Corporación, es ambivalente, no constante o no lineal. La intervención de la Corporación será mayor o 
menor, según estemos en un escenario u otro. Sobre eso sería bueno conocer la fundamentación y que se 
confirme si institucionalmente la Corporación está de acuerdo con el alcance de estas soluciones, si esto 
comprende lo que hace al mejor interés general desde el punto de vista de objetivos que todos compartimos, 
que es facilitar la concreción de estas obras de infraestructura que el país necesita y que para concretarlas se 
necesita de la participación del capital privado, por razones que todos conocemos y ahora no voy a 
desarrollar. 


SEÑOR GANDINI.- Estamos ante un proyecto bien complejo en su redacción y en su solución, que 
pone en conflicto una serie de aspectos de la normativa vigente de las tradiciones institucionales. Por 
eso debemos ser muy cuidadosos. Además, lo hemos analizado a raíz de observaciones que han hecho 


en Comisión algunos prestigiosos juristas que dieron su visión técnica al respecto y otras instituciones, 
como el Tribunal de Cuentas. 


Creo que la Comisión va a tener que trabajar mucho en volver a redactar varios aspectos de este proyecto, 
aunque a priori algunos estamos de acuerdo con soluciones de este tipo. 


La primera pregunta está referida al artículo 1”. El Presidente de la Corporación hizo alguna mención en 
cuanto a que habría que precisar la idea de infraestructura. Evidentemente, a través de las versiones 
taquigráficas han seguido las discusiones de la Comisión. Nos gustaría tener alguna definición. 


En segundo término, me quiero sumar a la pregunta del señor Diputado Abdala en cuanto a cuál ha sido la 
participación de la Corporación en la redacción de este proyecto. Recibimos al Ministerio de Economía y 
Finanzas, que hizo una presentación genérica y comparativa de otras legislaciones similares, pero el ingreso a 
aspectos bien concretos y la planificación para dar concreción a este proyecto, una vez que se apruebe, parece 
estar en manos de la Corporación. 


Quisiera referirme a los artículos 11 y 12, sin dejar de mencionar que se establecen nuevas competencias para 
la Corporación, adecuándolas a este nuevo proyecto. Una de los aspectos más complicados es lograr el 
equilibrio entre eficiencia en la gestión de los recursos públicos y contralor de esos fondos. Este, a mi juicio, 
es el tema más complejo a resolver. Cuanta más libertad para ejecutar tiene un organismo, más rápido y 
eficiente es, pero también está más lejos del control de los mecanismos del Estado para esos fondos, en 
particular del Parlamento y del Tribunal de Cuentas. Tenemos un conflicto. Uno tiene que liberar las riendas 
y hacer confianza; no tiene otros mecanismos. 


Aquí se establece que la participación del Tribunal es limitada, ya sea por las atribuciones que aquí se le 
establecen como por el alcance de la acción del Tribunal establecido por la Constitución y la ley, y no llega a 
poder intervenir gastos, pagos ni contratos de sociedades anónimas ni de personas de derecho público no 
estatal. Siendo así y mirando este texto, uno ve que hay una suerte de transferencia de roles de gestión de 
recursos públicos a personas de derecho privado. De hecho, según la explicación que se dio aquí, uno puede 
suponer que UTE podría ejecutar como organismo más apto para hacerlo porque tiene las atribuciones y 
además las capacidades técnicas un proyecto de inversión importante. UTE podría constituir una sociedad 
anónima, porque se lo autoriza, y contratar como sociedad anónima propiedad de la UTE. ¿Para qué? Para 
distribuir los riesgos en el tiempo, no los otros porque son siempre públicos; acá es una Parti pación Público- 
Pública las "P" cambian de contenido. 


También se podría suponer que es para privatizar la gestión. Aquí hay un verdadero proceso de privatización 
de los recursos públicos. Si bien siguen siendo parte del Estado, los gestiona una sociedad anónima y ella no 
es controlada por el Tribunal de Cuentas. Si los utiliza mal o si defrauda esos fondos públicos nos 
enteraremos al final, cuando tengamos el balance. Mucho menos se entera el Parlamento. Esto no pasa por el 
Presupuesto nacional como no pasa por los presupuestos de las empresas públicas, de la Corporación ni de 
ninguna otra persona de derecho público no estatal, mucho menos por el de las sociedades anónimas que son 
propiedad de una persona de derecho público no estatal que se rige bajo el derecho privado ni por el de una 
empresa pública. |Entonces, esto queda lejísimos del brazo del contralor que se supone debe ejecutar el 
Parlamento. Si una función tiene el Parlamento dentro del sistema democrático, es oficiar de equilibrio a los 
poderes del Poder Ejecutivo. Pero en la medida en que vamos transfiriendo cada vez más componentes del 
Presupuesto nacional a la gestión de las empresas públicas o vamos creando nuevas personas de derecho 
público no estatal y, además, abrimos el camino para las sociedades anónimas, no es posible cumplirla. Antes 
sabíamos qué pasaba con AFE, ahora tenemos que andar muy lejos para saber qué pasa con la Corporación 
Ferroviaria del Uruguay; antes sabíamos qué pasaba con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y, a 
través de él, con las concesiones, ahora la Corporación Vial del Uruguay queda lejos, muy lejos, de todos 
nosotros. Es más: si quisiéramos solicitar un pedido de informes a una persona de derecho público no estatal 
no tenemos mecanismos que condicionen que se nos brinden. 


Para mí este es el punto central: el mantenimiento del equilibrio entre los roles que en el sistema democrático 
tienen los diferentes poderes y órganos de contralor en contraposición con la evidencia de que el Estado debe 
tener mecanismos de ejecución más eficientes para que entre el día en que se resuelve hacer una obra o 
iniciar una licitación y el día en que se empieza a construir no pasen cinco años porque eso lo terminan 
pagando todas las generaciones: es ineficiencia absoluta y pérdida de recursos y de beneficios. Lo que me 


preocupa es cómo vamos a establecer aquí esos contralores. El Tribunal de Cuentas hacía algunas 
observaciones y nos va a remitir un informe en estos días. Nosotros tenemos dudas respecto de esto. 


El artículo 36 establece las etapas del procedimiento de la iniciativa privada. Hemos recibido la preocupación 
de algunas de las visitas respecto a que estas etapas no tienen plazos y en más de una etapa interviene la 
Corporación Nacional para el Desarrollo. Se nos decía que al no establecerse plazos para las etapas quizás 
pueda pasar mucho tiempo y este artículo en los hechos podría hacer inviable el proyecto conocido es, por 
ejemplo, que los estudios de impacto medioambiental demoran tres años, cuando tienen que intervenir 
algunos organismos que no cuentan con estructuras especializadas, porque desestimula al inversor. También 
puede hacer inviable la necesidad de la inversión en sí misma, cuando en un momento pudo haber sido 
sustituida por otro competidor o por otra solución. 


SEÑOR MUJICA.- Respecto al artículo 1% concretamente me interesa saber cuál es para la 
Corporación el ámbito de aplicación de este proyecto. Hablamos de "diseño, implementación y 
operación de infraestructuras y prestación de servicios relacionados". Han surgido muchas preguntas 
respecto a los alcances de este universo. Me parece importante que la Corporación defina cuál es su 
visión de los límites de este universo del que estamos hablando. La palabra "infraestructura" en sí 
misma merece una aclaración. 


Evidentemente, una parte del planteo que hizo el señor Diputado Gandini es uno de los temas a analizar. Un 
enfoque de este proyecto de ley es el del asesoramiento legal de la Comisión, que pone su acento en los 
controles todas las observaciones van dirigidas hacia cómo controla el Estado estos negocios que, además, 
son de mucho volumen, y otro es que el proyecto tiene sentido si realmente promueve de una forma 
particular negocios que, de lo contrario, no podrían hacerse o que sería sumamente complicado que se 
llevaran a cabo. Cuando uno habla con el sector privado la definición es muy simple: "si vamos a ganar 
seguramente vamos a hacer negocios", lo cual es lógico. 


Con este enfoque del proyecto, para la Corporación ¿cuáles serían conceptualmente los elementos a 
incorporar en el proyecto de ley, que realmente viabilicen una operativa especial, excepcional, de mayor 
volumen o de mayor interés a la que ya el país tiene por su actual estado de desarrollo y actividad 
económica? 


SEÑOR PORTO.- Antes que nada, quisiera hacer una aclaración común a todos los Diputados que 
realizaron preguntas, que es respecto al rol de la Corporación Nacional para el Desarrollo en el 
proceso de redacción del proyecto de ley. Este organismo participó asesorando y dando su opinión en 
todas las etapas del proyecto. Para eso negociamos con el Banco Interamericano de Desarrollo que con 
sus recursos contrató al ex Ministro de Obras Públicas de Chile, Eduardo Bitran quien nos dio una 
versión de un proyecto llamésmole cien por cien garantista para el Estado. Se recogen varias de las 
apreciaciones sobre las críticas que en ese sentido puede tener este proyecto. 


En segundo término, la Corporación, con recursos propios, contrató al señor Dragone, de Price Waterhouse, 
para que con su experiencia internacional nos diera su opinión, quien redactó un proyecto cien por cien 
garantista para el privado. Ese es el primer comentario general a las tres preguntas formuladas. Participamos 
con estos dos documentos, con estudios y con contactos que habíamos desarrollado, asesorando a la gente del 
Ministerio de Economía y Finanzas que estaba trabajando en el asunto. Dimos nuestra opinión, ese fue 
nuestro rol. 


Aprovecho además para hacer otra aclaración. El proyecto que aquí se presenta es un punto medio y, por lo 
tanto, es perfectible. Es mejorable para cualquiera de las dos partes, tanto para darle más garantías al Estado 
como para darle más garantías al privado para se desarrollen más negocios. 


Respondiendo al señor Diputado Mujica, no me parece que sea la Corporación la que deba definir conceptos. 
Son los parlamentarios digo esto con todo respeto quienes deben definir en qué punto del espectro se ubica el 
proyecto. Lo que sí puedo asegurar es que el proyecto que aquí se presenta es muy equilibrado entre 
experiencias internacionales como las que nos presentó Bitrán, muy garantistas para el Estado, y experiencias 
internacionales como las que nos presentó el señor Dragone, muy garantistas para el privado. Que sea 
equilibrado no significa que sea bueno. 


Es perfectible para cualquier parte; tiene defectos para los dos lados. 
SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- ¿Puede suministrar esos dos asesoramientos a la Comisión? 
SEÑOR PORTO.- Sí. 


Fueron dos insumos que utilizamos. Cuando los tengan verán que lo que salió no tiene nada que ver con 
ninguno de ellos, pero de alguna manera, los recoge a ambos. | 


El señor Diputado Abdala preguntaba si tengo un juicio satisfactorio sobre el proyecto. Mi opinión es que 
siempre es perfectible, y que son ustedes, los Representantes de la población, quienes van a determinar el 
grado de imperfección del proyecto. Así como siempre es perfectible, me animo a decirles que siempre va a 
ser imperfecto, porque siempre va a ser posible mejorarlo de un lado y del otro. En algún momento se tendrá 
que tomar una decisión y esa decisión legítimamente la tienen ustedes. Ese es mi juicio al respecto. 


SEÑOR ABDALA.- Opinar no es decidir y decidir no es opinar. Por supuesto que la decisión final en 
materia legislativa es nuestra, pero eso no quiere decir que la Corporación esté inhibida de decir si esto 
satisface o no, desde su punto de vista, el objetivo que se persigue. No estoy diciendo con esto que el 
Presidente esté eludiendo la respuesta; quiero simplemente justificar el sentido de mi pregunta. 


SEÑOR PORTO.- La Corporación está satisfecha con la redacción de los artículos que le competen, 
aunque considera que algunos pueden ser mejorables, por ejemplo los que dan lugar a la segunda 
pregunta del señor Diputado Abdala, al rol ambivalente de la Corporación. Si el señor Diputado cree 
que hay un rol ambivalente, la Corporación piensa que no debería ser así, que debería ser muy claro y 
preciso. Esa es nuestra preocupación. Con respecto a ese rol ambivalente, pensamos quizás porque 
estuvimos en el proceso de discusión que está claro que en todos los casos el rol de la Corporación es 
periférico, aun cuando el organismo pueda implementar un proyecto por completo antes de 
traspasarlo a lo privado porque, precisamente, es transitorio y no está hecho para que la Corporación 
se quede con eso, sino para que se cumpla con esa transitoriedad. 


En cuanto a la pregunta de por qué los límites del artículo 11, si bien no me compete a mí aclararlo porque es 
una propuesta del Ministerio de Economía, no de la Corporación Nacional para el Desarrollo tampoco 
tenemos competencia para hacerlo, mi interpretación es que eso está vinculado a casos excepcionales de 
urgencia y celeridad. Se establecen los límites de monto y la reglamentación establecerá los límites de plazo 
porque hasta tanto no se realicen los estudios para pasarlo al sector privado y hasta tanto no se vea cómo es la 
distribución de riesgos, no se sabe cómo se contabiliza y, por lo tanto, en ese período de transición hay una 
contingencia respecto a cuál va a ser el impacto fiscal del proyecto. El sentido de esos límites es no dejar 
pasar tres años sin saber cómo lo vamos a contabilizar, es dar determinado plazo y decir: "Si quieren hacer un 
centro de convenciones, háganlo, pero para 2012 tiene que estar pronto y en 2012 tenemos que saber si entra 
o no en este Presupuesto porque tenemos que ponerlo en la Rendición de Cuentas". Esta es mi opinión al 
respecto. 


Con respecto a las preguntas del señor Diputado Gandini, mi primer punto de acuerdo es que, efectivamente, 
este es un proyecto complejo por tomar en cuenta todas las posiciones posibles y toda la experiencia 
internacional posible. Los proyectos de PPP en Gran Bretaña duran cuatro años y medio por el marco 
normativo que tienen; en España, en siete meses puede salir el llamado a la construcción de un hospital por el 
marco normativo que tiene. Eso quizás también explica, como bien lo dijo Del Piazzo en sus comentarios en 
la Comisión, por qué este proyecto está muy inspirado en la legislación española. Es muy garantista por un 
lado, pero también es tan autocontenido que da garantías a fin de que no empiece la discusión en cada 
contrato, sino que cada contrato pueda hacer referencia a la ley o a la reglamentación y que, de esa manera, 
los procesos se hagan con más celeridad. 


Los Diputados Mujica y Gandini preguntaban por el artículo 1*, por la definición de infraestructura. No nos 
compete como Corporación dar la definición, y tampoco me animo. Sí me animo, si los Diputados lo aceptan, 
a dar una cartera de proyectos que internacionalmente se hacen mediante este mecanismo para que vean cuál 
es el alcance que se le da a este tipo de cosas. Como Corporación hemos empezado a trabajar con la 
Administración Pública para ver, ante la eventualidad de la aprobación del proyecto, cuáles son sus 


necesidades. En materia de infraestructura de transporte, normalmente estos proyectos son usados para 
transporte vial y ferroviario y para infraestructura portuaria. En materia de infraestructura productiva, pueden 
ser usados para infraestructura de energía y de comunicaciones. Hemos iniciado algunas conversaciones con 
el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca para la construcción de presas en todo el interior vinculadas a 
sistemas de riego para prevención de sequías provocadas por el cambio climático. En materia de 
infraestructura turística, estos proyectos son usados para centros de convenciones y predios feriales. Hemos 
conversado con los Ministerios de Turismo y Deporte y de Transporte y Obras Públicas para la eventual 
construcción de puertos náuticos fluviales con fines turísticos. En materia de infraestructura social, estos 
proyectos son usados en hospitales, en algunos lugares en escuelas y liceos, en cárceles y en vivienda social. 
Estos son los proyectos que la cartera internacional recoge para este tipo de procesos. 


No me animo a hacer una definición precisa sin haberla preparado antes y creo que tampoco es de mi 
competencia, pero me parece que este tipo de proyectos no deben tener ambivalencias y ambigiledades, y si 
hay dudas al respecto, mi sugerencia creo que es la de toda la Corporación es que se debe precisar el 
concepto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradezco los ejemplos que se han mencionado. a las obras de 
infraestructura a las que hacía referencia el Presidente de la Corporación, pediría agregar la otra 
parte que prevé el primer inciso del artículo 1”: la prestación de servicios relacionados así completamos 
la tan discutida estructuración del objeto de este proyecto. 


SEÑOR PORTO.- Los servicios son relacionados a la infraestructura que se construye. Nosotros 
entendemos que lo que figura en el proyecto de ley lo define la autoridad, la Administración Pública. 


Pongamos el caso que entraran las cárceles, en caso de que así quedara registrado en la definición aprobada 
por el Parlamento. Debe haber más de una veintena de servicios vinculados a la infraestructura. Hay doce o 
trece que no se vinculan directamente con la seguridad, sino con la desratización, con el tratamiento de los 
residuos, con el tratamiento de los residuos biológicos, con la limpieza, con la cocina, con el servicio de 
lavandería, con el servicio de mantenimiento de colchones o de camas, con el saneamiento, etcétera, es decir, 
eso que generalmente se llama hotelería. Nosotros tenemos el listado de las experiencias internacionales pasa 
lo mismo en el caso de los hospitales y se trata de doce o trece servicios. Incluso, en algunos lugares en los 
hospitales esos servicios los realizan terceros, por ejemplo, la seguridad, la limpieza, etcétera. Pero en este 
tipo de proyectos lo hace y es responsable el que construye y luego cobra en función de la calidad del 
servicio y de lo que construyó para prestar ese servicio. 


En definitiva, la gama de servicios relacionados está vinculada con el programa de gestión de la 
infraestructura y eso lo define la Administración Pública. En nuestro caso, y de acuerdo al ejemplo que puse, 
el Ministerio del Interior define cuáles de estas cosas está dispuesto a que las brinde un privado y cuáles no. 
Lo mismo ocurre con algún elemento adicional que en la experiencia internacional no está bien claro si forma 
parte de la esencia del servicio de seguridad en una cárcel, como ser las actividades productivas que puedan 
desarrollar los presos de baja seguridad. Si eso forma parte de la rehabilitación uno tendería a pensar que 
debe quedar en manos del Estado, pero si es un elemento más entre la rehabilitación y los servicios que se 
pueden prestar por parte del privado que atiende la cárcel, en algunos lugares esas actividades productivas 
que desarrollan los presos las hace el privado y con eso se repaga parte de la inversión. Ese programa que se 
denomina "programa de gestión", es la base para determinar, por ejemplo en el caso de la cárcel, el programa 
arquitectónico, porque en función de cómo se decida quién y cómo se hace la desratización depende el diseño 
de por dónde pasa el privado y dónde están los presos. O sea que la arquitectura de la cárcel está 
directamente vinculada al programa de gestión. 


Ese programa de gestión que puse como ejemplo para mostrar la complejidad del tema lo define el que sabe, 
que es el dueño de la cosa pública. En el ejemplo que puse, es el Ministerio del Interior; en el caso de un 
puerto, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas o la Administración Nacional de Puertos; en el caso de 
un parque eólico, el Ministerio de Industria, Energía y Minería y UTE. No me animo a decir que sería 
recomendable que hubiera una definición taxativa porque en cada caso el programa de gestión puede ser 
diferente y variar en el tiempo en función de cada una de las infraestructuras que se desarrollen. 


Otra de las preguntas del señor Diputado Gandini hace referencia a la participación de la Corporación 
Nacional para el Desarrollo en el proceso de elaboración del proyecto. No me animo a decir que haya sido 


corredactor ni nada que se le parezca, pero sí participé en el proceso de discusión e hicimos aportes. 


El señor Diputado Gandini también consultó acerca del equilibrio entre la eficiencia y el contralor. Quizás 
este tema nos compete porque la Corporación Nacional para el Desarrollo es dueña de la Corporación Vial 
del Uruguay y porque actúa como agente fiduciario de una cantidad de fondos del sector público, por ejemplo 
en caso del SODRE, etcétera. Esa es una discusión que hemos tenido con el Tribunal de Cuentas. Junto con 
los demás integrantes del Directorio de la Corporación Nacional para el Desarrollo fuimos al Tribunal de 
Cuentas a expresar que estábamos de acuerdo con que la cosa pública debía tener procedimientos que 
aseguraran la transparencia del contralor. 


Hay algo que no forma parte de este proyecto de ley y ni siquiera tiene que ver con la existencia de las 
personas públicas de derecho privado sino que va más allá esa fue la conclusión a la que llegamos con la 
gente del Tribunal de Cuentas y es que hay un vacío legal en este punto. Está claro lo que tiene que hacer el 
sector público en la órbita del sector público, cómo maneja los recursos y que tiene que haber controles 
preventivos por parte del Tribunal de Cuentas, y también está claro que en la empresa pública de derecho 
privado el control es posterior. Por ejemplo, el Estado controla al Ministerio de Turismo y Deporte en forma 
preventiva, antes de que pase los fondos a la Corporación Nacional para el Desarrollo para hacer una plaza de 
deportes en el interior y posteriormente controla que se haya hecho porque la Corporación está obligada a 
informar a través de la Administración. ¿Cuál es el vacío legal que detectamos con el Tribunal de Cuentas? 
Que no hay nada establecido con respecto a los procedimientos. Ese es el punto. Esto puede abarcar la 
eficiencia y contralor al que hizo referencia el señor Diputado Gandini. 


Quiero manifestar que comparto que tenemos un dilema como sociedad, no solamente en cuanto a este 
proyecto, sino en los dos marcos normativos que existen. Tenemos un vacío legal con respecto a cuáles son 
los procedimientos que tiene que seguir esta empresa cuando la cosa es pública. Este Directorio de la 
Corporación Nacional para el Desarrollo ha decidido usar los procedimientos públicos, pero no hay un 
control preventivo del Tribunal de Cuentas. O sea que es voluntad nuestra, pero no asegura nada. 


¿Qué es lo que nos parece que este proyecto resuelve en ese sentido? En los procedimientos del derecho 
público hay determinado contralor preventivo por parte del Tribunal de Cuentas y, por lo tanto, también del 
Parlamento. Pero, los procedimientos actuales, que son la ley de concesiones y el conjunto de normas que 
compendia el TOCAF vinculadas a la contratación del Estado con privados, no aseguran determinadas cosas 
que sí asegura este proyecto. Por ejemplo, en el marco actual, cuando alguien va a hacer una concesión no 
está obligado a realizar estudios previos que justifiquen que eso lo tiene que hacer un privado. Por lo tanto, el 
contralor es relativo; en el "ex ante" hay un contralor procedimental pero no de contenido. Hoy, en el marco 
actual de concesiones cualquier Administración puede pasar a un privado cualquier cosa a través de una 
concesión y quizás no tenía que hacerlo y se la tenía que quedar el Estado porque eso no significaba una 
adecuada distribución del riesgo. Entonces, establecer la obligatoriedad de los estudios previos es el 
componente garantista del Estado que tiene este proyecto y, por tanto, es uno de los elementos más 
importantes porque garantiza a la sociedad que lo que va a pasar en concesión a manos de privados debe 
pasar porque los estudios lo fundamentan. Sin embargo, en el marco actual eso no es posible. Por lo tanto, los 
contralores actuales, si bien son correctos, no son suficientes, y este proyecto trata de salvar eso. 


Por otra parte, en el marco normativo actual puede haber ampliaciones en la contratación de obra con 
privados de hasta el 100%. Eso lleva a que, en la comparación internacional, tengamos uno de los costos por 
kilómetro más altos del mundo. Esto se debe a que gana la obra el más barato, pero eso no significa que la 
haga el más barato porque después vienen las ampliaciones; al otro día de ganar la obra empieza la 
renegociación por las ampliaciones. Entonces, el actual marco normativo tampoco asegura un buen contralor 
del uso de los recursos públicos desde el punto de vista de los procedimientos y eso está salvaguardado en 
este proyecto por la propia lógica del régimen y porque en el articulado se establecen limitaciones a las 
modificaciones unilaterales o bilaterales del contrato muy inferiores al 100% actual determinado por el 
TOCAF. 


Por lo tanto, este proyecto va en la línea de la exposición del señor Diputado Gandini porque asegura ciertos 
contralores que el marco actual no tiene. 


Además, el proyecto establece que el Tribunal de Cuentas intervenga y revise todo lo que se hizo antes de la 
adjudicación; eso está asegurado. También creemos que el espíritu de este proyecto es recoger el vacío legal 
que existe actualmente porque antes de la adjudicación definitiva tiene que intervenir el Tribunal de Cuentas. 


Pero si hoy fuéramos solamente por empresa pública que le pasa a alguien de derecho privado la cosa, no, ve 
después el asunto, pero acá interviene antes de la adjudicación. Es decir que la crítica del señor Diputado 
Gandini lo digo con todo respeto creo que está recogida en dónde interviene en este procedimiento el 
Tribunal de Cuentas frente a la situación actual de cómo son usadas hoy las empresas de derecho privado. 


Hay otro tema que también está vinculado con este; siguiendo con ejemplo de UTE, ya lo puede hacer. Es 
más, lo hace con nosotros. UTE y la Corporación son dueños de la empresa ISUR, que tiene la interconexión 
eléctrica con Brasil, y la Corporación es la que hace la administración y la contabilidad, no UTE. ¿Es una 
privatización de la gestión? En el sentido de que actúa una empresa de derecho privado, sí, pero no en 
función del interés, porque la Corporación Nacional para el Desarrollo defiende el interés público y es 
propiedad del Ministerio de Economía y Finanzas y tenemos que responder a nuestros accionistas. 


Pero además, es un buen ejemplo para mostrar de qué estamos hablando en el tema de la distribución de 
riesgos. No solamente se trata de quien mejor asume los riesgos, sino de quien mejor los sabe gestionar. Y 
UTE tiene las capacidades para desarrollar la infraestructura de interconexión con Brasil, pero reconoce en la 
Corporación mejores capacidades para la administración financiera y contable de la empresa. Entonces, hay 
una distribución de riesgo de acuerdo con las mejores capacidades. Lo que hace el proyecto es dar esta 
posibilidad en esos casos concretos, que, además, tienen que ser autorizados por el Poder Ejecutivo, a otras 
empresas y a otras administraciones 


Hay un elemento no menor, y es que en el momento en que el proceso va a entrar en el sector privado tiene 
que recorrer todo el eje de lo establecido del artículo 2 al 11 del proyecto de ley. 


El señor Diputado Gandini me preguntaba, más allá de la posición de la Corporación Nacional para el 
Desarrollo, mi opinión sobre este tema. Yo respeto mucho a los catedráticos de Derecho y también a los de 
Economía. Hay algo que en economía se llama teoría de contratos y en economía institucional el catedrático 
experto en Teoría de Contratos en Uruguay, que da clases aquí e internacionalmente, es el doctor Mario 
Bergara, y el catedrático de Economía Institucional es el economista Sergio Milnitsky; si me permiten entre 
paréntesis, les digo que yo soy catedrático de Economía Industrial de la Facultad de Ciencias Económicas y 
enseño Teoría de Juegos y Teoría de Contratos y Diseño de Mecanismos. 


El diseño de mecanismos de un contrato de PPP es óptimo y eficiente en materia del uso de los recursos 
públicos a diferencia del marco normativo actual, por todo lo que señalaba. En el marco normativo actual, en 
una relación entre la cosa pública, que somos todos nosotros, y un privado, hay alguien que tiene más 
información que todos nosotros, el funcionario público que le da la cosa al privado. Pero nada nos asegura 
que ese funcionario tiene los intereses de todos nosotros. Nosotros somos lo que en teoría se llama el 
principal, y ese funcionario es el agente, pero a su vez, después hace un contrato con otro, y ese agente se 
transforma en principal y el agente pasa a ser el privado. Y nada nos asegura que el contrato esté diseñado de 
forma tal que salvaguarde el interés público de todos nosotros. Eso se ve en el ejemplo que ponía hoy en 
cuanto al tema de las ampliaciones. Con un mecanismo de este tipo, eso está asegurado, porque si el señor no 
termina la obra en tiempo y forma y la opera, no cobra 


Mientras tanto, hoy, el Estado paga, paga y paga, y después va a ver sí está mal, si hay multas o no, si viene 
el privado y renegocia las multas y hace algún evento compensable, etcétera. Eso es lo que pasa hoy, 
mientras que con este mecanismo el Estado no pone la plata sino que la pone el privado, toma el riesgo, y 
después, en función de la calidad del servicio que brinde durante los años de vida útil, es que va cobrando. 
Entonces, en este proyecto de ley hay un diseño de mecanismos óptimos para hablar en términos de contrato 
frente al sistema actual de concesiones que rige en el Estado. 


La última pregunta del señor Diputado Gandini refería al artículo 36 que tiene que ver con los plazos. 
Compartimos absolutamente la preocupación manifestada. Consideramos que hay algunos plazos que tienen 
que estar claros en la reglamentación. Muchos de ustedes saben que también participé en el Gobierno anterior 
en el diseño de cambio de la reglamentación de la Ley de Inversiones y que una de las propuestas que 
hicimos fue la de poner plazos perentorios, la presunción de buena fe por parte del privado y la aprobación 
ficta en caso de que no se expida la Administración. Esa es nuestra opinión respecto a esto. 


Estamos totalmente de acuerdo en que tiene haber plazos perentorios. No estamos seguros en cuanto a si 
todos los plazos tienen que ser iguales para todos los proyectos, porque no es lo mismo un puerto de aguas 


profundas que un centro de convenciones y, por tanto, no son iguales los plazos para evaluar esos proyectos, 
pero deben estar estipulados. 


Finalmente, el señor Diputado Mujica hacía referencia al artículo 1%, y creo que le di la respuesta. También 
me preguntaba sobre el dilema que se plantea en este tipo de proyectos entre una ley que promueva la 
participación de los privados y otra que asegure el contralor del Estado en el uso de la cosa pública. A partir 
de la experiencia internacional y de los estudios que hemos tenido presentes, creemos que este proyecto da 
garantías al Estado y, al mismo tiempo, da garantías al privado para que los proyectos sean atractivos. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Hemos escuchado con atención las inquietudes de los colegas que 
compartimos, así como las respuestas brindadas. Pero basándonos en el funcionamiento actual de la 
Corporación Nacional para el Desarrollo y en todo lo que impactará la aplicación de este nuevo 
proyecto de ley, me gustaría saber el número de funcionarios actuales de la Corporación. En ese mix de 
estudios a que el Presidente hizo referencia, para los que se contrató a una prestigiosa personalidad 
chilena para volcar un cien por ciento de conocimientos a garantistas y al sector público y para que los 
privados volcaran sus inquietudes, imagino que la Corporación y el Estado uruguayo habrán evaluado 
no sé si el señor Presidente de la Corporación habrá tenido oportunidad de participar en eso la 
cantidad de proyectos por mes o por año que pueden tener un impacto en el funcionamiento de la 
Corporación no estoy pidiendo un número específico, en su implementación, en lo que corresponde a 
asesorar, fomentar y ejecutar. 


En el caso que doy por cierto del incremento de la actividad de la Corporación a raíz de la aplicación de este 
proyecto ¿cómo se piensa cubrir el incremento de la actividad? ¿Cuántos funcionarios nuevos creen que 
necesitarían? ¿Cómo piensan financiarlos? ¿Bajo qué régimen o modalidad contractual? ¿En cuánto piensan 
que se incrementará el presupuesto de la Corporación y cómo se financiará dicho incremento? 


SEÑOR PORTO.- La Corporación Nacional para el Desarrollo tiene tres diversos cometidos que no 
lleva adelante sola. En realidad, la ley de creación de Agencia Nacional para el Desarrollo le da ciertos 
cometidos, pero hasta tanto se designen sus autoridades, este Directorio es, al mismo tiempo, el de la 
ANDE, y uno de los primeros cometidos que tenemos es la separación legal, contable y del personal de 
cada una. Además, tiene varias empresas, por lo cual, en lugar de referirme a la cantidad de 
funcionarios en cada lugar, voy a informar sobre la cantidad de personal que ya hemos contratado este 
año para esta actividad y a los recursos utilizados. 


Cuando comenzamos con este proceso, el señor Goñi y quien habla fuimos invitados por el Banco 
Interamericano de Desarrollo en aquel momento, la señora Adriana Rodríguez no formaba parte del 
Directorio a conocer experiencias en España sobre el proyecto de Participación Público-Privada. A partir de 
ahí, realizamos los convenios con la Universidad Politécnica, donde enviamos a una funcionaria a realizar 
una maestría. Al mismo tiempo, fuimos a ver de qué estábamos hablando. La unidad especializada en esto de 
la Consejería de Madrid tiene siete personas. Con esas siete personas, muy bien calificadas, hacen 
contrataciones puntuales para cada cosa, en lugar de tener una mega unidad. 


Antes de ir, teníamos un plan estratégico, según el cual íbamos a necesitar unas cincuenta personas, pero 
después de ver esta experiencia, echamos para atrás, y hoy en día tenemos ocho personas. Creemos que para 
la cartera de proyectos que tenemos, es suficiente; a lo sumo, podrá entrar alguna persona más o tendremos 
que hacer algún tipo de contratación para alguna cuestión específica. En este momento, tenemos tres 
economistas, un ingeniero y cuatro abogados trabajando en diseño y evaluación, que es la etapa más 
importante de todo el proceso de estructuración. 


Estas personas fueron contratadas por la Corporación Nacional para el Desarrollo, con su patrimonio, 
capitalizada por el Ministerio de Economía y Finanzas, en el régimen de derecho privado, pero con llamados 
públicos. El Director Goñi, en una reunión que tuvimos ayer con el área de Recursos Humanos, expresó con 
satisfacción que compartimos todos que de todas las personas que ingresaron este año a la Corporación 
Nacional para el Desarrollo no conocíamos a ninguna. Hubo llamados transparentes y públicos para que se 
llenaran esos cargos. Se trata de personas altamente calificadas. Tenemos una persona que tiene una maestría 
en Harvard, y otra que está haciendo la maestría de PPP en España. 


Con respecto a las consultorías para apoyar este proceso, en lugar de hacer nosotros los manuales de 
procedimiento, se va a contratar a un experto internacional y a otro nacional para que nos haga esos manuales 
de procedimiento. Lo mismo pasará con los reglamentos operativos. Eso con los US$ 1:200.000 que nos 
regala el BID, fondos no reembolsables que donó el organismo para hacer todas las consultorías y los 
manuales de dos experiencias piloto. Una, será la red vial, y la otra, la definiremos con el Banco 
Interamericano de Desarrollo. 


Para el caso de cárceles, logramos una cooperación no reembolsable de la Corporación Andina de Fomento, 
que es quien nos está contratando los expertos y está trabajando con nosotros y el Ministerio del Interior 


Por tanto, lo que hemos hecho nosotros como forma de gestión fue, gracias a la invitación del Banco 
Interamericano de Desarrollo, ir a ver las mejores prácticas, en función de lo cual ajustamos lo que teníamos 
planificado. Creemos que estamos haciendo el mejor uso posible de los recursos, teniendo un corazón muy 
calificado y fuerte del personal de la corporación, pero después tercerizando varios estudios con recursos y 
procedimientos de organismos internacionales de transparencia en los llamados nacionales e internacionales. 


SEÑOR PÉREZ.- Hace un rato se hablaba de las unidades especializas que se podían crear en las 
distintas entidades públicas para el desarrollo de estos proyectos. ¿Se refiere a ese tipo de unidades 
especializadas? 


SEÑOR PORTO.- Exacto. Me refería a eso y al tema de la especialización. ¿Tiene sentido que en cada 
Ministerio haya ocho personas? Si esos ocho ya están en la Corporación. Ese es el punto de la 
especialización y el sentido de la unidad especializada: un tema de ventajas de escala y de 
especialización particularmente importante. El proyecto de ley no obliga; permite que en cada 
Ministerio haya ocho, diez, veinte, cuarenta o cincuenta personas. Para nosotros, la cantidad es ocho 
porque diseñamos este mecanismo y tenemos el FOMIN del BID para hacer los manuales que van a 
quedar para siempre, y en lugar de hacerlo con personal propio, contrataremos consultores con esos 
recursos. 


SEÑOR GOÑI.- La mayor preocupación que tengo en caso de que esta ley se apruebe y que todos estos 
proyectos se puedan empezar a desarrollar, es la calidad de los recursos de la unidad especializada en 
caso de que la Corporación no siga. La experiencia internacional indica que si la unidad especializada 
no está altísimamente especializada valga la redundancia, no solo desde el punto de vista técnico sino 
de la integridad, todo este marco es un desastre. Podemos tener la mejor ley y los mejores controles, 
pero si las unidades especializadas no están capacitadas técnica y moralmente, esto puede llegar a ser 
un desastre. 


Hay muy malas experiencias cuando eso sucede. Por eso, en la Corporación me importa reiterarlo se ha 
tenido un especial cuidado en la selección de la gente porque somos conscientes de que ahí está uno de los 
puntos neurálgicos de todo esto, y en las remuneraciones. Se trata de remuneraciones muy buenas y creemos 
que está bien que así sea. En algunos casos, ganan más del doble que los Directores y el Presiente de la 
Corporación, pero entendemos que en esa unidad está el punto. Por eso, me pareció muy buena la pregunta 
del señor Diputado. Tenemos que tener mucho cuidado en cumplir con ese requisito, sin el cual todo lo 
demás de poco va a servir. 


SEÑOR PORTO.- Finalmente, con respecto a la cartera de proyectos, lo que tenemos hoy en carpeta 
para trabajar en el quinquenio son ocho proyectos: red vial del país, red ferroviaria, represas, puertos 
fluviales, Centro de Convenciones de Maldonado, un hospital en Colonia con ASSE, las cárceles con el 
Ministerio del Interior y dos centros logísticos con la Intendencia de Montevideo y la Dirección 
Nacional de Aduana en la periferia de Montevideo. Esos proyectos son los que están más avanzados 


En el caso de aprobarse la ley y luego de su reglamentación, los proyectos que estarían para salir 
inmediatamente serían el de red vial y el de cárceles. Los otros proyectos que también están avanzando son el 
Centro de Convenciones de Maldonado y el centro logístico con la Intendencia de Montevideo. Con el resto 
de los proyectos tenemos más atraso, pero pensamos que se van a distribuir en el quinquenio. Calculamos 
que se van a lanzar dos o tres proyectos por año. Y Uruguay tampoco tiene tanta cartera de proyectos de 
infraestructura como para desarrollar. 


SEÑOR GANDINI.- El segundo inciso del artículo 10 establece que para la estructuración del 
proyecto, la Administración Pública podrá contratar empresas de reconocida idoneidad en la materia. 
La primera opción es contratar a la Corporación, pero deja abierta la posibilidad de que se contraten 
otras empresas de plaza; supongo que serán consultorías. 


Cuando se concreta un proyecto de participación público-privada y se selecciona un privado para que lo 
ejecute, hay una cantidad de estudios previos que aseguran que hay un privado interesado. Sin embargo, 
cuando se da este caso excepcional en que, por razones de urgencia, la Corporación puede llevar adelante, 
por sí misma, la ejecución de un proyecto para luego transferirlo al sector privado creo que esto lo establece 
el artículo 11, nunca vamos a estar seguros de que la Corporación termine para siempre con ese Centro de 
Espectáculos, por seguir con el ejemplo. A lo mejor, lo debió construir por la urgencia justificada de que 
Uruguay es sede de un evento internacional muy importante, estratégica y políticamente relevante para 
nuestro país. Después vamos a averiguar si a alguien le interesa administrarlo, y si no es así, el clavo queda 
en el Estado; esto no está establecido aquí. 


Quiero hacer reflexiones sobre algunas observaciones que se hicieron en la Comisión. La viabilidad de este 
nuevo sistema de contratación vincula a dos partes, pero en la mayoría de los casos, vincula a tres actores. 
Una parte es la Administración, otra, el privado, y el tercer jugador es quien financia, que no necesariamente 
es el privado que contrata, que saldrá a financiarse para financiar al Estado, que va a pagar en treinta años. 


Al respecto, modificamos la ley de las AFAP, que entró en vigencia el 1” de enero, para darles mayores 
posibilidades de participar en este tipo de contrataciones, canalizando recursos nacionales que pueden tener 
buena rentabilidad para estas Administradoras de Fondos, que no hacen otra cosa que manejar ahorros de los 
trabajadores. Las AFAP hicieron algunas observaciones referidas a la redacción de los artículos 46, 49 y 51 y 
a la seguridad que da el repago de esa inversión, sobre todo, en algunas eventualidades como la rescisión del 
contrato por vía unilateral del Estado. 


Nos decían que estas colocaciones podían transformarse en colocaciones de riesgo y que, por lo tanto, 
quedaban fuera de las potestades que tiene una AFAP o que estas Administradoras de Fondos podían no 
contratar, no interesarse en estar allí, porque tiene que haber retornos seguros. Inclusive, nos sugerían 
incorporar una figura que sacaron de la legislación chilena, que es la prenda de la concesión, que da más 
tranquilidad y seguridad para colocar 


Creo que está muy bien facilitar la colocación de recursos nacionales en este tipo de proyectos porque 
cerraría el círculo, en tanto se podrían estar colocando recursos que hoy existen en plaza en volúmenes 
importantísimos y cada vez más crecientes en proyectos productivos, de desarrollo, no solo en papeles 
públicos u opciones de este tipo. 


Me gustaría escuchar alguna reflexión sobre el articulado tal cual está y saber si analizaron lo que 
trasmitieron las AFAP en su comparecencia a la Comisión. 


SEÑOR PORTO.- El espíritu del inciso segundo del artículo 10 es no dar la exclusividad a la 
Corporación, sino que compita con otros agentes del mercado, con consultoras tradicionales. Creo que 
se da ventaja a la Corporación porque tiene interés público. Para garantizar que el privado siga el 
interés público, se va a las normas contenidas en el TOCAF. Además, este artículo cierra con el hecho 
de que la Administración Pública y la Comisión técnica pueden hacer su unidad especializada y, por lo 
tanto, contratar algunas cosas con privados. 


Mi interpretación del inciso segundo del artículo 10 es que dispone que la utilización de la Corporación no es 
exclusiva de la Administración Pública. Quizás la Administración quiera que la Corporación compita con 
otros, o, directamente, quiera contratar a otros. 


Respecto al artículo 11, concuerdo con lo que dijo el señor Diputado Gandini. Como Presidente de la 
Corporación, diría que tiene un interés público y que está recibiendo un lineamiento político claro de sus 
accionistas para definir qué proyectos realiza junto a la Administración Pública. Como ciudadano, comparto 
que tendría que haber algún estudio previo que asegure la viabilidad técnica del proyecto. 


En cuanto a los artículos 46, 49 y 51, no sé si como Presidente de la Corporación me corresponde responder, 
pero como no quiero eludir la respuesta y dejar de dar mi opinión, voy a darle el siguiente giro. Para 
prepararse para este proyecto, la Corporación tiene un programa con el Fondo Multilateral de Inversiones del 
BID, en el que uno de sus componentes es la posibilidad de desarrollar instrumentos financieros. Está dentro 
de los cometidos de la ley la posibilidad de desarrollar instrumentos financieros. Entonces, en ese rol, voy a 
decir qué opino sobre las garantías que se dan a quien financia, tomando en cuenta que tenemos la 
competencia para desarrollar instrumentos financieros y un programa con el BID para desarrollarlos. 


He hablado con la gente de las Administradoras de Fondos de Ahorro Previsional. Lo que me dicen no soy 
abogado es que hay dos escuelas al respecto. Una dice que eso ya se puede hacer con el marco normativo 
vigente. La otra, que sostienen las AFAP, expresa que no está tan claro que eso ya se pueda hacer; sería bueno 
que lo expliciten. Mi comentario es igual al resto de los comentarios que hice: la mejor forma de que este 
proyecto sea exitoso es que si hay alguna ambigiúedad, se corrija y se aclare 


Un punto es analizar qué dilema se plantea si se establece expresamente la prenda de la concesión. Hay un 
artículo que regula lo que normalmente se llama en literatura el "stepping right", que es la posibilidad de que 
la Administración Pública, cuando el privado incumple, ceda la obra al que financió para que traiga a otro, lo 
que debe ser avalado por la Administración Pública. El inciso tercero del artículo 46 expresa: "En caso de 
terminación anticipada del contrato por razones imputables al contratista, la Administración Pública 
contratante podrá ofrecer, en forma directa, a los acreedores del contratista, la opción de continuar con el 
cumplimiento del contrato o bien cederlo a un tercero, en cuyo caso deberá requerir la previa conformidad de 
la Administración Pública contratante quien resolverá si el cesionario propuesto cumple los requisitos 
necesarios para constituirse en adjudicatario". 


El hecho de poder hacer una prenda sobre la concesión hace que esto ya no sea facultativo, sino que en el 
momento en que se hace la prenda hacia quien financia, automáticamente quien tiene la plena concesión y la 
ejecuta es quien financió. Es decir, que si ese tipo de aclaración se introduce en el proyecto mi opinión es que 
cuanto menos ambiguo sea el proyecto mejor, si es necesario que se aclare, que se haga, creo que hay que 
resolverlo con esta cláusula que faculta a la Administración no lo impone a pasarle la concesión al financista 
para que traiga a otro. Mientras que si se va a ejecutar la concesión no tenemos seguridades respecto a que 
vaya a venir otro y de qué manera. 


Me parece buena la apreciación trasladada por el señor Diputado Gandini y por las AFAP pero quiero llamar 
la atención de que es necesario compatibilizar ese reclamo de las Administradoras con este inciso del artículo 
46. 


SEÑOR POSADA.- Respecto al inciso tercero del artículo 46, se plantearon una serie de observaciones 
en particular por parte del doctor Cajarville— que a mi juicio realmente tienen validez, sobre todo 
porque más allá de los problemas de redacción acá se habla de una forma muy difusa. Este inciso 
establece: '"En caso de terminación anticipada del contrato por razones imputables al contratista, la 
Administración Pública contratante podrá ofrecer, en forma directa, a los acreedores del contratista 
[...]"". El concepto de acreedores del contratista es bastante amplio porque hay acreedores que 
participaron en la financiación del proyecto y eventualmente hay acreedores que son proveedores. 


A mi juicio, la propuesta de las AFAP de la prenda de la concesión introduce un mecanismo mucho más claro 
desde el punto de vista de la aplicación del derecho, a los efectos del cumplimiento de los contratos. Para mí 
sería impensable que, por ejemplo, las AFAP terminaran siendo los ejecutantes de la obra; realmente me 
parece algo ajeno a los fines de las propias Administradoras de los Fondos de Ahorro Previsional. El 
instrumento jurídico de la prenda de concesión puede facilitar la negociación para incorporar a un tercero que 
sí esté dispuesto a desarrollar la obra utilizando este mecanismo que requerirá la disposición favorable de 
parte de la Administración Pública. Me parece que habría una suerte de mecanismo facilitador que aclara y 
termina con esa absoluta ambivalencia y difusa redacción del inciso tercero. 


SEÑOR PORTO.- No me parece que algo ambiguo sea útil para el éxito de los proyectos que se vayan a 
llevar adelante. Como dije participé como asesor, pero en este tema en particular la legislación 
comparada internacional muestra cuando vean la propuesta del proyecto del ingeniero Bitrán se darán 
cuenta de que hay cuatro o cinco artículos vinculados a esta figura de pararse en los derechos por 
parte del acreedor financiero, por eso se llama "stepping rigth" que el espíritu es precisamente dar 


garantías a quien financia para reducir el costo financiero de la obra. Desde mi punto de vista, como 
Corporación, eventual desarrolladora de instrumentos financieros, coincido plenamente en que es 
necesario aclarar y darle mejor redacción o incorporar expresamente la posibilidad de prenda de la 
concesión. 


SEÑOR GANDINI.- Al respecto quisiera trasladar la observación de que este inciso le da una potestad 
a la Administración, pero tiene la opción, porque la palabra que se utiliza es "podrá". Expresa: "[...] la 
Administración Pública contratante podrá ofrecer, en forma directa, [...]". No establece: "no deberá". 
Pero además, las observaciones de las AFAP estaban también referidas a otras opciones de 
interrupción o extinción del contrato que son las que están reguladas en el artículo 52. 


Allí aparecen dos que garantizan al Estado poder rescindir el contrato, pero dejan al actor financiero sin 
ningún tipo de respaldo. El artículo 52, relativo a la extinción de los contratos expresa: "Los contratos de 
Participación Público-Privada se extinguirán por las siguientes causales: [...] d) Rescate dispuesto por la 
Administración Pública contratante, por razones de interés público en los términos previstos en la 
reglamentación y el respectivo contrato. e) Imposibilidad de cumplimiento como consecuencia de medidas 
adoptadas por el Estado [...]". No se trata de causales atribuibles al incumplimiento del contratista, son 
causales de interés general, por alguna razón el Estado declara la extinción. En este caso también las AFAP 
decían que no tenemos garantía ninguna. Cómo nos cobramos, supongamos para ser claros, si la carretera se 
terminó y ya no hay más peaje para cobrar. Nuestra garantía es el cobro de ese precio, no existe más; lo 
asume el Estado, pero no está claro que nos deban pagar o si el el Estado sobre todo en el literal d) entiende 
que por razones de interés público se deba dejar de lado el proyecto. Se puede interpretar, pero para las AFAP 
no estaba claro que esto diera las garantías necesarias y que este proyecto fuera dentro de los que las AFAP 
pueda invertir. 


SEÑOR PORTO.- Como potenciales desarrolladores de instrumentos financieros me permitiría 
sugerir que la aclaración en este punto se vincule con algo que no está en el proyecto pero que en otras 
legislaciones sí está, que es el concepto de valor residual de la obra. Para dar mayores garantías al 
privado y también al Estado, desde nuestro punto de vista, el proyecto debería recoger la valoración 
del valor residual de la obra: asegurarse de que al Estado vuelva la obra con un determinado valor 
residual como forma de dar garantías al Estado de que no se va a dejar todo destrozado. Al mismo 
tiempo, la posibilidad de que ese valor residual opere también como mecanismo de garantía porque 
finalmente es el Estado el que paga ante circunstancias como las que señala el señor Diputado y no 
están en el proyecto. Esto implicaría redactar un artículo adicional haciendo referencia al valor 
residual. 


SEÑOR POSADA.- Hay aspectos vinculados con lo que se sugiere en el artículo 52, como ser los 
literales c) y d), que en cualquier caso y necesariamente deben ser objeto del propio contrato. Me 
parece que la propia Administración Pública, en relación al comentario que hacía el economista Porto, 
debiera prever en esos contratos cuál es la contrapartida ante una situación planteada con los distintos 
aspectos que se establecen en el artículo 52. Allí me parece que debiera aparecer el concepto de valor 
residual. Creo que estamos exigiendo al marco legal que diga cosas que en todo caso las deben 
necesariamente decir los contratos en función de los intereses opuestos que va a haber entre la 
Administración Pública y quien realiza la obra, más allá de un interés común. 


SEÑOR BERNINI.- Para que conste en la versión taquigráfica, porque ya analizamos el artículo 46, 
anoto una de las contradicciones que marcaba el doctor Cajarville respecto a que el artículo en sí se 
define como intervención y lo desarrolla en su primer inciso. El planteo es que luego, en el segundo y 
tercer inciso, no habla de intervención sino de desplazamiento del que incumple y da las distintas 
modalidades de cómo la Administración Pública y el que financia deben tener las garantías necesarias 
como para hacerse de eso y seguir hacia adelante, con las observaciones que se han hecho acá. Y es 
cierto. Cuando uno lanza el procedimiento judicial de intervención, es contradictorio con los otros dos 
incisos. Es una u otra alternativa, no las dos. Por tanto, solo para dejar constancia en la versión 
taquigráfica quería redondear el análisis del artículo 46 con este concepto. 


SEÑOR PORTO.- Comparto en su totalidad lo que dijo el señor Diputado Posada; puede estar en los 
contratos. Desde el punto de vista de una institución que va a tratar de promover esto y desarrollar 


instrumentos financieros al respecto, cuantas más cosas estén en la ley y en los decretos, mayores 
certidumbres tiene quien va a financiar respecto a que no va a estar atado a cláusulas de un contrato. 
Por lo tanto, desde nuestro punto de vista, debe existir en la ley al menos una referencia en cuanto a 
que el contrato debe tener una valoración de valor residual para que no quede librado a que algunos 
contratos la tengan y otros no; creo que sería de utilidad. 


Comparto plenamente la intervención del Diputado Bernini. No me corresponde defender la redacción del 
artículo pero, en efecto, en la legislación internacional comparada se trata de dos casos diferentes, el de la 
intervención y el de pararse en los derechos, y aquí están en el mismo artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al Directorio de la Corporación Nacional para el Desarrollo los 
importantes aportes realizados al estudio de este proyecto de ley. Seguramente en pocos días les llegará 
la versión taquigráfica de esta reunión 


Tenemos el compromiso de recibir los proyectos de los consultores externos Bitrán y Aragone. Aprovecho a 
preguntar si están en el país para ser consultados. 


SEÑOR PORTO.- Bitrán está en alguna parte del mundo y Aragone probablemente esté en el país, 
porque pertenece al staff de socios de Price Waterhouse. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando tengamos esos proyectos, la Comisión verá si es conveniente citar a 
quienes estén en el país. Creo que también sería interesante citar a los Catedráticos de Teoría de los 
Contratos y Economía Institucional que ya fueron nombrados en esta reunión, el economista Vergara y 
el doctor Milnitsky. 


Agradecemos la presencia de los tres Directores de la Corporación. 
(Se retiran de Sala las autoridades de la Corporación Nacional para el Desarrollo) 


——— En la reunión anterior habíamos previsto convocar a la Cámara de la Construcción como representante 
de una parte de los interesados en este tema. Confirmaremos en el correr de esta tarde si asistirán el próximo 
miércoles. 


Hemos tenido la opinión de la Cátedra de Derecho Administrativo y seguramente tendremos por escrito la 
opinión de la Cátedra de Derecho Comercial; el doctor Rippe alguna cosa nos adelantó. Y como este proyecto 
tiene mucho que ver con economía institucional, mociono para que se invite a los dos catedráticos que citó el 
economista Porto, Vergara y Milnitsky. Con eso creo que podemos seguir avanzando en los diversos aspectos 
que tiene este proyecto tan complejo. 


Quedaba por resolver la eventual convocatoria al señor Ministro de Economía y Finanzas extendida al equipo 
económico por algún otro integrante de la Comisión. De la versión taquigráfica de la sesión anterior surge 
que en el día de hoy las bancadas se expedirían sobre el tema de fondo y la oportunidad. 


SEÑOR GANDINI.- Yo habré entendido todo mal. En la sesión pasada entendí que había acuerdo en 
citar al equipo económico, al Ministro de Economía y a la OPP, y que quedaba por fijarse la fecha 
porque la resolución estaba tomada. Recuerdo haber escuchado alguna intervención de legisladores de 
la bancada de Gobierno al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La versión taquigráfica en la que nos amparamos para decir esto dice que el 
Presidente dijo y no hubo ninguna contradicción que las bancadas en la próxima reunión o sea en esta 
fijarían posición al respecto. Tomábamos la propuesta del Diputado Gandini y la trasmitíamos a las 
bancadas para que fueran estas las que resolvieran este tema. 


SEÑOR GANDINI.- Mi confusión debe ser a raíz de la intervención del señor Diputado Mujica y 
alguna otra de las que se desprende que en su momento hicieron acuerdo. No escuché el resumen del 
señor Presidente, que no fue lo que se dijo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está en la versión taquigráfica. 
SEÑOR GANDINL.- Bueno, si eso es lo que dice, lo resolvemos ahora. 


SEÑOR BERNINL.- La discusión es estéril porque el señor Ministro no está. Por lo tanto, hay que 
resolver. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros podemos adelantar la opinión de la bancada del Frente Amplio de 
esta Comisión. Entendemos que este no es el momento oportuno para invitar al equipo económico 
porque, más allá de las propuestas que se manejan a nivel de la prensa, en este momento no hay ningún 
trabajo sobre este tema -esto fue consultado con el Ministerio de Economía y Finanzas- que pueda 
terminar en aspectos legislativos. 


SEÑOR GANDINI.- Esto me parece una falta de consideración para con el resto de la Comisión, pero, 
en todo caso, lo pondremos a votación. 


Cuando hice la propuesta fue porque el señor Presidente de la República dijo que este tema tenía que ser 
debatido por la sociedad, y los Partidos políticos y el Parlamento somos una parte esencial de la sociedad. 


Yo no cité al Ministro para que nos venga a decir cuál es el proyecto concreto, sino para tener la oportunidad 
de conocer variables que se están manejando y poder hacer propuestas. ¿Dónde las vamos a hacer si no es en 
este ámbito institucional? ¿En la prensa, como el Frente Amplio? ¿Hay que debatir el tema impositivo de 
Uruguay a través de los medios de comunicación? ¿Ese es el mecanismo que nos proponen, impidiendo que 
venga el Ministro aquí para recorrer un camino institucional obvio y necesario? Pido que se ponga a 
consideración y si el Frente Amplio quiere impedir que venga el Ministro como nunca lo ha hecho, que lo 
haga con sus votos. 


Reitero que me parece una falta de consideración hacia un debate que está en pleno proceso. Además, 
precisamente este es el momento de escuchar otras opiniones antes de que se decida cuál es el camino y de 
ser capaces de abrirse al diálogo y escuchar lo que piensan los demás. 


SEÑOR POSADA.- Me parece que el tema excede un abordaje desde el punto de vista de los 
eventuales cambios tributarios que plantea el Poder Ejecutivo. Creo que la discusión que se ha dado 
públicamente se concentró en qué instrumentos de la política económica son mejores. Detrás de toda 
esta discusión ha estado la distribución del ingreso, que en todo caso debe ser parte de los objetivos a 
cumplir por cualquier Gobierno. Creo que en la fijación de las políticas económicas esos objetivos 
deben estar presentes siempre. 


El planteo que realizó el señor Diputado Gandini en cuanto a generar un ámbito de intercambio me parece 
que habilitaba para realizar consideraciones de otra naturaleza. En las actuales circunstancias y teniendo en 
cuenta el contexto regional aludo en especial a la situación de Brasil y a algunas manifestaciones que la 
Presidenta Rousseff hizo en las últimas semanas, especialmente en su visita a Argentina creo que esta 
Comisión es el ámbito adecuado, por eso se fundamenta la convocatoria a las autoridades del Ministerio de 
Economía y Finanzas y de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, para realizar una valoración de carácter 
general frente a una situación de riesgo que está presente y que es la eventualidad de una devaluación en 
Brasil. Ese aspecto me parece que debería ser incorporado y, a partir de eso, valorar debidamente si también 
es el mejor momento para tomar medidas en materia tributaria que alteren los niveles de recaudación del 
Estado. 


Creo que sería bueno tener un ámbito de reflexión en ese sentido. Me parece que la convocatoria es oportuna 
porque no solo trae al ámbito legislativo la discusión de este tema, sino que, además, nos permite ampliar las 
consideraciones de ese asunto teniendo en cuenta la realidad. A nosotros nos preocupa saber cómo está 
preparado nuestro país y qué alternativas se manejan para una contingencia de esa naturaleza que, dado el 
actual direccionamiento del comercio exterior uruguayo, es indudable que tendría un impacto negativo y nos 
pondría en una situación en la que sería necesario establecer medidas inmediatas. 


Por lo tanto, realizar una reflexión que nos anticipe a una situación que eventualmente puede estar planteada, 
me parece que es un ejercicio desde el punto de vista político que creo que tenemos la obligación de hacer 
con las autoridades económicas. Es decir, por lo menos tener claro las alternativas que se están manejando 
ante una situación de esa naturaleza. En ese sentido, la discusión de los aspectos tributarios es parte de la 
reflexión que me parece que debe ser enmarcada en un intercambio de carácter más general. 


SEÑOR MUJICA.- Me parece que más que la convocatoria o no del señor Ministro, lo que la bancada 
de gobierno ha considerado en sus conversaciones bilaterales es la oportunidad. Como es público y 
notorio, el Gobierno está preparando un conjunto de decisiones, alguna de las cuales tendrá trámite 
parlamentario, respecto a la preocupación que manifestó el señor Presidente de la República a fines del 
año pasado acerca de la distribución de la riqueza que se generó como producto de un crecimiento 
mayor al esperado en el correr del último año. 


Se trata de una discusión política que el Gobierno tiene abierta, como todos sabemos, que no es solo 
tributaria. El objeto de discusión no es cómo continúa la reforma tributaria en su modelo evolutivo, sino 
cómo contribuye el sistema tributario a una política de redistribución que probablemente tiene otros 
componentes mucho más importantes. Por lo tanto, el aspecto tributario lo estamos discutiendo con relación a 
un problema de distribución, no la tributación en sí misma. 


Por consiguiente, como toda esta discusión se da en materia de búsqueda de puntos en común en el ámbito de 
Gobierno, no queríamos apresurar la comparecencia del señor Ministro. Pero, no estamos negándonos a que 
venga. Creo que va a llegar un momento en que va a ser importante que concurra. 


También ha tomado estado público que las bancadas de Gobierno están discutiendo en la interna las 
posiciones a tomar. Por lo menos, la bancada que yo integro decidió que una vez que tenga definida su 
propuesta la va a discutir con las demás bancadas; no la va a presentar al Poder Ejecutivo. | Por lo tanto, 
como estamos en esta etapa tan inicial, la oportunidad no nos parecía inmediata. Podemos discutir cuál es la 
oportunidad adecuada, pero no estamos negándonos a que venga el Ministro a hablar de estos temas. 


Respecto a la intervención del señor Diputado Posada, la primera opinión que tenemos, de acuerdo con una 
rápida consideración del asunto que hemos hecho entre nosotros, es que, la temática sí es importante, pero 
tenemos cierta duda con respecto a la forma porque se trata de un tema que requiere sigilo en su manejo ya 
que estamos hablando de eventuales reacciones del Gobierno ante una eventual devaluación en Brasil. Por lo 
menos le pedimos al señor Diputado Posada que nos dé unos días para conversar el asunto. 


SEÑOR POSADA.- Recuerdo aquello de que "el que se quema con leche cuando ve la vaca llora". 
Creo que el Uruguay tiene una experiencia en el año 1999, cuando el Presidente se enteró de algo así 
vía telefónica, por un llamado en la noche anterior del Presidente Fernando Henrique Cardoso. La 
actitud de Brasil en estos casos no tiene que ver con el Gobierno que esté al frente es la de un país 
sobreabundante que en la toma de decisiones prescinde de la consulta a los demás países. Entonces, 
creo que es oportuno que esa reflexión política que podemos hacer en un ámbito de carácter reservado 
se haga. Lo que no podemos permitir es que nos pase lo que nos sucedió en el año 1999 cuando, a partir 
de una decisión, empezamos a discutir cuál sería la acción frente a la contingencia. De hecho, ustedes 
recordarán que después de esa devaluación en el año 1999 operó una suerte de inercia en todo el 
sistema político, y se especuló que la inflación en Brasil iba a devorar la devaluación. Eso no ocurrió; 
esa devaluación no se trasladó a los precios internos. La crisis que Uruguay vivió en 2002 tiene su inicio 
en esos aspectos, más allá de que, por supuesto, entraron a jugar otros. Pero allí hubo una decisión de 
política económica que no estaba preparada para la contingencia y que, en consecuencia, entró a 
esperar más datos de la realidad para después operar. La situación actual de Uruguay nos obliga a 
tener preparado un plan de contingencia. Yo descarto que el Gobierno debe tener medidas pensadas, 
pero me parece que, en todo caso, deberíamos tener un ámbito de intercambio de forma tal de que esa 
eventual contingencia sea parte de una reflexión política en la que todos aportemos. 


SEÑOR MUJICA.- Recibimos la sugerencia y pedimos que se nos den algunos días para conversar 
entre nosotros sobre la pertinencia o no de citar al señor Ministro para hablar de este tema, más allá de 
su importancia. 


Pero con respecto al pedido inicial del señor Diputado Gandini, en realidad, la posición de la bancada tiene 
más que ver con la oportunidad que con la presencia y la temática. En todo caso, pedimos un tiempo para 
ordenar la propuesta y, en todo caso, después con mucho gusto daremos intervención a la oposición para que 
también haga sus planteos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entre otras cosas quiero recapitular lo que habíamos conversado en la sesión 
anterior. En la versión taquigráfica consta que el señor Presidente dice: '"En ese sentido, sugiero por 
supuesto que estoy abierto a escuchar la opinión de los señores Diputados que los miembros de la 
Comisión trasladen el tema a sus respectivas bancadas a fin de acordar cuál es el momento oportuno 
para invitar al Ministro de Economía y Finanzas. Además, seguramente cada una de las bancadas 
llevará a cabo una discusión interna sobre este tema. Mientras tanto, en la próxima reunión podemos 
seguir analizando el proyecto que está a consideración |[...]'. Luego de esto hay una intervención del 
señor Diputado Posada en la que agrega la invitación a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y 
también expresa: "En todo caso, como creo que es razonable el planteo que realizó el señor Presidente 
de la Comisión en cuanto a que las bancadas aúnen un criterio al respecto, en la siguiente reunión 
deberíamos poner una fecha para dicha convocatoria". El siguiente Diputado que habla es Bernini, y 
se cambia de tema. Por lo tanto, como muy bien aclaraba el señor Diputado Mujica, y creo que fue lo 
que yo dije inicialmente, la bancada resolvió que no era esta la oportunidad, no que no íbamos a hablar 
del tema de las modificaciones tributarias por lo cual el Diputado Gandini había solicitado la 
convocatoria y que en la prensa se difundió que había sido resuelto por unanimidad. 


Creo que también todos hemos apreciado en la prensa que este tema ha tenido distintas instancias a nivel de 
la bancada de la que puedo hablar, que es la del Frente Amplio. Están las declaraciones del Presidente en 
cuanto a cómo sugería que se hicieran estas discusiones y aportes, e inclusive consultamos al Ministerio de 
Economía y Finanzas en cuanto a si de todo esto ya estaba surgiendo algún proyecto que pudiera tener 
tratamiento legislativo, a lo que se nos dijo que eso no estaba previsto en los próximos meses, lo que llevó a 
que, como muy bien decía el señor Diputado Mujica, entendiéramos que en la sesión de hoy no era 
conveniente fijar una fecha porque no se trataba del momento oportuno. 


El señor Diputado Posada en esta sesión agrega otro tema que, obviamente, es de interés de todos nosotros y 
contempla aspectos mucho más importantes ya que prácticamente abarca la situación regional y los 
eventuales impactos que pueda tener para la economía del país, mucho más allá del sistema tributario. 


Como expresaba el señor Diputado Mujica, incorporamos este pedido; analizaremos los dos temas en 
conjunto y como bancada de Gobierno pedimos unas sesiones más para poder definir esto. 


SEÑOR POSADA.- A mi juicio, esta reflexión que hacíamos tiene directa relación con parte de la 
discusión que se está dando a nivel político. Comparto que la discusión no es de carácter tributario; la 
discusión de fondo es la distribución del ingreso. Creo que para dar esa discusión, para hablar de los 
temas tributarios, tenemos que tener claro el contexto e incorporarlo. De lo contrario, podríamos estar 
decidiendo instrumentos de política económica que entren en contradicción con la contingencia que 
debemos tener prevista para una eventualidad que está planteada, que no sabemos si se va a dar, pero 
que, en todo caso, puede estar presente. Lo que quiero significar es que esto no está descolgado del 
planteo que hacía el señor Diputado Gandini. En todo caso, le introduce una mirada distinta y más 
global para que esa discusión o intercambio también incorpore una situación de contexto, lo que me 
parece inevitable si obramos responsablemente en función de lo que está arriba de la mesa. 


SEÑOR ABDALA.- Solo quiero agregar una breve reflexión a la discusión que estamos llevando a 
cabo. Creo que si llegara a confirmarse que hoy la bancada de Gobierno no proporciona sus votos para 
aprobar la convocatoria o, mejor dicho, la invitación al Ministro de Economía y Finanzas creo que ese 
es el término que se adecua mejor a las circunstancias de esta Comisión se estaría cometiendo un grave 
error, que afectaría o condicionaría negativamente las relaciones entre el Gobierno y la oposición. 


Nosotros no estamos de antemano generando esta instancia que ha planteado el Diputado Gandini para 
cuestionar o condenar al Ministro. Simplemente, como hay una instancia de debate que está abierta, el 
propósito es intercambiar ideas con él. La presencia del Ministro de Economía y Finanzas en la Comisión de 
Hacienda debería ser natural, frecuente. Esto no quiere decir que comparezca todas las semanas, pero cuando 


la Comisión manifiesta una inquietud y, por otro lado, en el ámbito de la opinión pública hay temas de esta 
envergadura que se analizan, creo que es razonable, inclusive por la buena salud de la institución 
parlamentaria, que el Ministro venga a hablar de esos mismos temas que debate, por ejemplo, en el ámbito 
partidario. 


En las últimas horas lo consigna la prensa de hoy el Ministro Lorenzo concurrió al ámbito de una fracción del 
Partido de Gobierno a hablar de estos temas, y lo que allí se conversó trascendió. Se anuncia que esta misma 
semana comparecerá a la autoridad partidaria de su partido político. Eso también lo dice la prensa de hoy. Me 
parece absolutamente legítimo, pero lo que no me parece legítimo es que haga eso y que no venga al ámbito 
parlamentario donde está representada la expresión de todos los partidos que componen el espectro político 
nacional. Creo que es un grave error. 


Reitero: el Ministro puede venir tranquilo; nosotros no le estamos demandando que venga con un proyecto de 
ley debajo del brazo; lo que en todo caso le estamos pidiendo así lo planteó el señor Diputado Gandini es la 
oportunidad de intercambiar ideas. Si a eso le agregamos la sugerencia muy bienvenida del señor Diputado 
Posada, con mucho más razón. Si hay una razón de esta magnitud que se agrega a las otras o a la primigenia, 
con más razón el Ministro debería venir. Y debería hacerlo repito en una actitud absolutamente espontánea y 
natural. No hay que ver en esto ninguna circunstancia excepcional. 


Decía el señor Diputado Mujica que hay razones de oportunidad que estarían imperando en todo esto. Por 
supuesto que acepto que las razones de oportunidad hay que ponderarlas, pero cuando se invocan en forma 
absolutamente abstracta y sin la más mínima definición, referencia o certeza de cuándo esto podría llegar a 
concretarse, la oportunidad también termina calificando las razones de oportunidad que se invocan, la propia 
voluntad política de quien las manifiesta. Eso tenemos que tenerlo claro. 


En un contexto donde se supone estamos más allá de las diferencias políticas, en una relación distinta entre 
Gobierno y oposición, y donde el Presidente de la República manifiesta continuamente su respeto por el 
Parlamento y su valoración por todo lo que se hace acá, creo que este episodio es, por lo menos, 
contradictorio. Por eso yo digo que puede llegar a condicionar negativamente lo lamentamos desde ya el 
mejor relacionamiento que entre todos tenemos que tener, y sobre todo, mantener, por lo menos hasta la 
culminación del actual período de Gobierno. 


SEÑOR GANDINI.- Yo leo en los diarios no vivo en una burbuja declaraciones del Ministro de 
Economía diciendo que piensa bajar el IVA solo a los que usen tarjeta. Lo dijo en una reunión política, 
frente al Nuevo Espacio; está en todos los diarios. 


La institucionalidad no puede quedar como rehén de la discusión interna de un partido político. Está bien que 
el Frente Amplio debata internamente nosotros haremos lo propio, pero una Comisión parlamentaria no 
puede quedar sujeta a que culmine ese debate para tener un libro cerrado, un paquete atado y que se le 
comunique cuál fue. El tema está en pleno debate y el Ministro tiene que venir. Si no viene la próxima 
semana o, a más tardar, la otra, se le podrá poner el título que se quiera, pero la realidad es que no quiere 
venir; el Frente Amplio impide que venga. 


Simplemente quiero anunciar que si el Frente Amplio no reflexiona, hay otros mecanismos para hacer venir 
al Ministro: la Comisión General o la interpelación. No se hará con el objeto de hacer caer al Ministro, pero 
debatiremos noventa y nueve Diputados en lugar de los que estamos en esta Comisión especializada. Creo 
que no es sano ni bueno que iniciemos el proceso con eso, pero queremos participar en el debate, y no le 
vamos a llevar una carta al Presidente de la República; el ámbito es este, donde se expresan todas las 
opiniones. Si bien no hay un proyecto cerrado, se está construyendo, y en la medida en que se está 
construyendo, queremos hacer aportes. Nos parece más que sensato y razonable. 


Me parece que el Frente tiene que reflexionar, y si la idea es postergar la concurrencia hasta que el debate se 
termine, ese tiempo excede nuestras expectativas, y si este no es el camino, seguiremos otro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión queda convocada para el próximo miércoles 23 de febrero. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


